Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 18:04). 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 

«El señor presidente del Cuerpo remite: 


— Resolución de la Junta Departamental de San José, surgida de la moción presentada por los ediles 
Gastón Camy y Adriana Etchegoimberry en el mes de mayo del corriente año, sobre la problemática 
por inseguridad que afecta al departamento. 


— Palabras expresadas por la edila Victoria Ferreira de la Junta Departamental de Salto, de fecha 21 de 
julio de 2016, relacionadas con la inseguridad en comercios del departamento». 


(Ingresan a sala el ministro del Interior, el subsecretario y asesores). 


—La Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia del Senado agradece al señor 
ministro y a su equipo su comparecencia y la celeridad con que la han hecho efectiva. 


Por medio de la prensa uno se va informando sobre lo que va pasando con el fútbol, sobre los 
acuerdos que se van llevando adelante, el tema de las cámaras y algunos otros asuntos que, 
seguramente, ustedes trasmitirán a la comisión de primera mano. 


Fue el señor senador Bordaberry quien, en su momento, me pidió convocar a esta reunión y, 
luego de consultar a los demás integrantes, nos pareció que era algo bueno. 


Quizás el tema pueda parecer menor; inclusive alguien llegó a decirme: «¿Pero, no hay otra 
cosa más importante?» Y yo respondí: «El fútbol, en nuestro país y en nuestra sociedad, juega un rol 
más que importante». Es por esa razón que hoy estamos aquí. El tema a considerar hace también a lo 
que es la seguridad en general, porque estamos hablando de un deporte fundamental, el principal de 
nuestro país. 


SEÑOR BORDABERRY.- Agradecemos al señor ministro, al señor subsecretario y a los señores 
asesores por estar hoy aquí. 


Desde hace tiempo hemos venido siguiendo estos temas, según creo, al igual que todos los 
uruguayos, aunque quizás desde una óptica un poco distinta. 


Por nuestra parte, sentimos que los uruguayos venimos perdiendo libertades desde hace rato 
—no desde hace cinco o diez años, sino desde antes—, en el sentido de que tenemos que poner rejas y 
alarmas y contratar guardias privados porque no podemos dejar las casas solas. Además, hay zonas 
por donde a determinadas horas ya no se puede circular. En fin, me refiero a restricciones de ese tipo. 
Y ahora la restricción ha llegado al fútbol, pues por discusiones que han sido de pública notoriedad, el 
campeonato no se iniciará o no tendrá lugar en la fecha previamente acordada. 


Mi idea no es buscar culpables, sino tratar de llenar esos vacíos legales que hay en la 
legislación nacional y que advertimos desde que empezamos a analizar el tema. 


Creemos que esos vacíos legales existen y que, para llenarlos, nosotros deberíamos 
dedicarnos a nuestra tarea, que es la legislación. 


Cuando escuchamos que se van a poner cámaras de identificación facial, enseguida 
pensamos para qué servirán y para qué van a ser utilizadas. Hemos leído declaraciones de algún 
jerarca en el sentido de que si alguien que está impedido de ingresar a un estadio lo hace, se lo 
identifica, se lo retiene y se acciona sobre él. O ¿Vamos a pedir previamente que si hay un violento que 
viene al fútbol y hay cámaras de identificación facial, se ejerza el derecho de admisión? En verdad creo 
que hay un vacío legal en esto, porque se denuncia que se han entregado entradas a barras y, en 
realidad, la prohibición de entrar a esa barra es por un acuerdo del año 2009, no es de base legal. 
Quiere decir que eso no está penalizado desde el punto de vista legal sino que estamos hablando de 
normas administrativas del fútbol que obligan a quitar un punto en el campeonato siguiente. 


Cuando vemos esto sentimos, repito, que aquí hay un vacío legal a llenar. 


Además, nos parece que hay cosas que se podrían hacer cuando se van a tener imágenes de 
determinadas personas. Supongo que habrá que tener una base de datos para comparar. ¿Cuál es? 
¿Allí estará aquella persona que tiene antecedentes penales? ¿Qué norma impide concurrir a un 
espectáculo deportivo a quien tiene antecedentes penales? ¿Estamos hablando del derecho de 
admisión de quien organiza el espectáculo, que se tiene que comprometer a no dejarlo ingresar? Esa 
persona, ¿va a quedar fuera de por vida o hasta cuándo? ¿Quién es? ¿Es el que cometió un homicidio 
culposo —o no doloso— manejando un auto, es quien mató a otra persona o es quien se vio involucrado 
en una estafa? ¿Dónde está eso fijado para regularlo? Nos parece que ahí hay mucho para hacer. 


¿Un guardia privado hoy puede cachear? ¿Tiene facultades para hacerlo? ¿Dónde está el 
límite de su intervención dentro de un espectáculo? ¿Puede o no ejercer la fuerza sobre alguien en un 
espectáculo? Vuelvo a decir que sentimos que existe un vacío legal grande en esto. ¿Existe un marco 
legal adecuado para ejercer el derecho de admisión? 


En el medio nos preguntamos si el derecho penal actual es suficiente para evitar que los 
violentos ingresen y si no se necesitaría una resolución judicial o algo que no sea una condena por un 
delito pero que pueda ser una medida asegurativa o privativa de algo más. Nos parece que hay mucho 
para hacer. 


También nos preocupa esta suerte de discusión pública que se ha planteado últimamente en 
lo que refiere a si esto debe estar en la órbita privada, del Estado o de quién. Las experiencias 
internacionales nos dicen que en España se creó un sistema mixto de seguridad. Primero se aprobaron 
las leyes y el marco adecuado, después se hizo una gran inversión y, luego, la Policía se retiró, aunque 
no del todo. Me pregunto si no deberíamos fijar un calendario con normas, inversión y una forma de 
trabajar. En Inglaterra, por su parte —-sé que no nos podemos comparar con ese país, por más que esté 
el brexit y todas esas cosas—, el Estado invirtió 600 millones de euros antes de retirarse. 


Son muchas las preguntas que tenemos pero lo que más nos preocupa es el tema de que las 
empresas particulares de seguridad que brindan servicios en los estadios no tengan una regulación 
clara. Tengo entendido que un empleado de una empresa de seguridad que brinda servicios en un 
espectáculo público no puede portar armas —me parece bastante lógico que así sea— y sí lo puede 
hacer, por ejemplo, un empleado de una empresa de seguridad que presta servicios en una empresa 
de transporte de caudales. Parecería ser que en la legislación existe un vacío bastante grande sobre el 
tema. 


Hace más de un año y medio presentamos dos proyectos de ley como un puntapié inicial para 
ver si podíamos aportar algo a este tema. Estas iniciativas, a su vez, habían sido presentadas en el 
período pasado y creo que en este momento están en la comisión respectiva. En una de ellas se crea 


un registro de violencia en el deporte, y en la otra se da base legal a la obligatoriedad de tener esos 
referentes de seguridad. 


Estas serían las primeras impresiones, pero nos gustaría escuchar su opinión y enterarnos de 
cómo va a funcionar esto para ver qué aporte podemos hacer. 


SEÑOR MINISTRO.- Ante todo, voy a hacer una aclaración. En el ministerio, quien se encarga del 
tema de la violencia en el deporte es el subsecretario, Jorge Vázquez. Por lo tanto, voy a hacer una 
introducción y luego solicito que se le dé la palabra para referirse al tema, que viene desde hace 
tiempo, aunque en algún momento fui yo quien me encargaba de este asunto. 


Hemos pasado por varias etapas: hemos conversado con la Asociación Uruguaya de Fútbol, 
con los presidentes de los clubes deportivos, hemos intercambiado, hemos tenido distintas 
experiencias y reacciones ante las situaciones, y hemos probado de todo. Partiendo de la base de que 
había un grupo de personas que eran barrabravas —fundamentalmente en los dos cuadros grandes, 
aunque también en algunos de los cuadros chicos— y de que en ningún momento había habido control 
sobre el tema, hoy nos encontramos discutiendo sobre a quién le corresponde el control de la 
situación. La discusión tiene ribetes teóricos y, además, situaciones personales —voy a saltear esa 
parte— que quedan disfrazadas dentro de lo teórico. Esas cuestiones personales pasan por el temor 
ante la situación que podía surgir si los dirigentes eran quienes ejercían el derecho de admisión. 
Entonces, le pedían a la Policía que lo ejerciera, y se hablaba de registros de violentos. El registro que 
podíamos tener era de aquellas personas que los jueces habían procesado por actos violentos en el 
deporte y, por lo tanto, era bastante pequeño. Es así que la Policía no podía ejercer el derecho de 
admisión con una base de datos mínima que fuera efectiva, pero igualmente nos decían que esto debía 
ser ejercido por ella y que se debía ir más lejos. 


En ese momento estaba claro que con las barras de los clubes había situaciones diversas. 
Había barras que tenían una relación diferente con la dirigencia, otras que no, o que tenían otro tipo de 
relación. Decíamos que eso no podíamos hacerlo por esa diversidad. Había hinchas con los que, si se 
tomaba alguna medida, inmediatamente podían ser defendidos. Entonces, no asumíamos el derecho 
de admisión en esas condiciones y, además, planteábamos que se trataba de un espectáculo privado, 
y es el privado el que tiene que ejercer el derecho de admisión, tal como sucede en un baile, en un 
espectáculo musical, en el básquetbol, etcétera. Esa discusión duró bastante tiempo. Pero llegó un 
momento en que nos la planteamos en términos —aclaro que estoy hablando por ambas partes— mucho 
más claros y honestos. No era posible plantear ejercer el derecho de admisión por parte de clubes 
debido a las situaciones que se estaban dando y que se podían dar. Basta ver lo sucedido: uno de los 
clubes grandes tenía dos referentes de la hinchada. A uno de ellos lo trataron de matar tres veces. 
Después de la tercera vez dejó de ser referente. El segundo referente renunció a serlo. Y el tercero, a 
quien le querían dar la responsabilidad, no aceptó y a la semana lo mataron. No lo mataron por fútbol, 
sino a raíz de otra situación, y después mataron a los que lo mataron. Ante una cosa así cualquier 
dirigente siente un temor legítimo. En definitiva, no se iba a ejercer el derecho de admisión. 


Llegamos a la conclusión —y lo acordamos-— de que eso había que hacerlo con cámaras, con 
un software de identificación facial que llevara a la creación de una base de datos; no la que 
tuviéramos por resolución judicial, sino a partir de lo captado por cámaras que registran hechos de 
violencia. Se trata de cámaras especiales que, si bien se focalizan en una parte, en un aspecto de la 
cancha o de la tribuna, al mismo tiempo están grabando el resto. Tienen que grabar todo. Esa 
posibilidad, técnicamente, existe. Después, la Policía, el ministerio, la comisión de seguridad, los 
clubes, nos pueden decir, por ejemplo, que se estaban tirando banquetas y que están las caras 
identificadas. Aunque no se identifique el nombre, está la foto de alguien tirando banquetas; puede 
darse que otro le esté tirando piedras a la Policía o pegando a otro hincha, etcétera. Esas fotos son las 
que van a la base de datos y las que permiten que la cámara, no apuntando a la tribuna sino hacia la 
entrada, identifique a quien está en la base de datos. Cuando van entrando se pueden identificar 90 
caras por segundo. Aparece la cara marcada y ahí la Policía ejerce el derecho de admisión; puestos de 
acuerdo en quiénes son los que integran la base de datos, es esta quien ejerce el derecho de 
admisión. Y en un proceso de pocos partidos los violentos no entran más a la tribuna, y es ahí cuando 
se crean las condiciones para que las cosas sean bien diferentes. Esto es lo que, de alguna manera, 
se acordó hace prácticamente tres años. Hubo un asesoramiento del ministerio sobre las 
características técnicas de lo que se necesitaba y no de qué empresa tenía que hacerlo. La Asociación 


Uruguaya de Fútbol hizo una licitación pero podría no haberla hecho y optar por la compra directa, al 
mejor precio. Entonces, la licitación demoró la cosa y de ahí en adelante la compra no se concretó. 
Cada vez que se señalaba que lo que faltaba era cumplir con eso, se reiniciaba una etapa de 
conversación que nuevamente difería las cosas. Eso sucedió tres o cuatro veces, hasta que llegamos a 
la situación actual, en la que se planteó —hay que tener en cuenta que hay un compromiso firmado en 
este sentido— que hasta que esto no se cumpliera, no habría policías en las canchas. Por otra parte, 
debo decir que aspirábamos a que no los hubiera porque una vez que esto se iniciara, el sistema 
estuviera en marcha y se impidiera la entrada de los violentos, la seguridad estaría a cargo de 
empresas que se dedican a esto. 


En cuanto a qué empresa de seguridad se necesita, podemos decir que tenemos diversas 
experiencias. Uno de los cuadros grandes tiene su propia empresa de seguridad y funciona. Antes era 
un grupo de hinchas, lo fueron transformando en una empresa de seguridad, la registraron en Digefe, 
ex Renaemse, y funciona bien. El otro cuadro grande no ha llegado a eso, aunque ha intentado 
hacerlo. De todos modos, en este momento, van avanzando hacia esa posibilidad. En estos días se 
han hecho algunas otras cosas que las ha llevado adelante el subsecretario Vázquez, por lo que quizás 
él es quien puede clarificar un poco la situación. 


SEÑOR GARCÍA.- Entonces, al final del camino, ¿el derecho de admisión termina ejerciéndolo la 
Policía? 


SEÑOR MINISTRO.- Esto en acuerdo con las partes sobre quiénes integran la base de datos. El 
impedimento de entrar lo pone la Policía pero lo hace teniendo en cuenta la base de datos. Se dice que 
habría que clarificar un poco la parte jurídica del asunto, pero la Policía puede impedir la entrada 
solamente a quienes tienen antecedentes de violencia en el deporte determinado por un juez; no sirve 
la foto o que la Policía lo conozca. Ahora, si se ponen de acuerdo la comisión de seguridad y la Policía, 
en ese caso, cuando está integrada la base de datos, quien impide la entrada es esta última. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con respecto al derecho de admisión y permanencia, debo decir que ya 
hay un acuerdo entre el Ministerio del Interior, el en aquél entonces Ministerio de Turismo y Deporte y 
la Asociación Uruguaya de Fútbol, en el sentido de que lo ejercen los organizadores del espectáculo y 
la Policía colabora para hacerlo efectivo. Eso está acordado desde los años 2009 o 2010. 


Voy a dejarles una copia de la memoria anual de la Comisión Honoraria de Prevención y 
Erradicación de la Violencia en el Deporte —de la que ejercí la presidencia hasta el año pasado, cuando 
se formó la Secretaría Nacional de Deporte—, en la que están plasmados todos los acuerdos que se 
hicieron con la AUF y con la Federación de Básquetbol y la información relativa a todas las veces que 
la comisión se presentó en el Parlamento para rendir cuentas sobre lo que se había hecho. Esto ha 
sido la base de acuerdo con la que hemos trabajado con la Asociación Uruguaya de Fútbol y con los 
distintos cuadros durante los últimos seis años. 


Como decía el señor ministro, llegamos a esta situación a raíz de una serie de 
incumplimientos en los planes que habíamos acordado. Tengo en mi poder algunos documentos para 
demostrar que la Secretaría Nacional del Deporte, que está ahora en la órbita de la Presidencia, y la 
Comisión Honoraria para la Prevención, Control y Erradicación de la Violencia en el Deporte acordaron, 
el 6 de agosto de 2015 —es decir, hace un año—, una serie de puntos con la Asociación Uruguaya de 
Fútbol. Incluso convinieron que en caso de tratarse de partidos de alto riesgo, se podrían llevar a cabo 
sin la hinchada visitante. Entre los puntos acordados allí se incluye la adquisición y colocación de 
cámaras de reconocimiento facial solicitadas y aprobadas por el Ministerio del Interior antes del 30 de 
octubre de 2015, pero nada de esto se ha llevado a cabo todavía. 


Con fecha diciembre de 2015, la Asociación Uruguaya de Fútbol eleva a la Dirección Nacional 
de Deporte un cronograma de actividades que realmente no tiene nada que ver con lo que se había 
acordado; es decir que hubo un incumplimiento sistemático. Frente a cada inicio de un nuevo 
campeonato nos preguntaban cuáles eran las nuevas medidas que se iban a tomar o que se habían 
tomado para evitar que algunos hechos violentos que se habían dado en el deporte volvieran a 
suceder, pero lo cierto es que siempre estamos esperando a que se cumpliera el acuerdo que 
habíamos realizado con la Asociación Uruguaya de Fútbol. 


Quiero dejar sentado que nuestra intención siempre ha sido hacer el mayor de los esfuerzos 
para que las actividades deportivas, tanto en el básquetbol como en el fútbol, se cumplieran. En el 
básquetbol tuvimos mejor suerte, pero en el fútbol todavía lo estamos intentando. 


Al inicio de este campeonato nos volvieron a preguntar por las nuevas medidas, pero en 
realidad no las hay. Estábamos esperanzados en que la AUF tomara y cumpliera alguno de estos 
puntos que se habían acordado, pero eso no fue así. Por lo tanto, empezamos a poner como condición 
que no hubiera partidos de alto riesgo; no podíamos decir, por ejemplo: «Vaya a un partido de fútbol, 
pero mire que es de alto riesgo y algo le puede pasar». Ese no es un buen mensaje. 


¿Cómo se soluciona esto? Hay que reducir el riesgo. Teníamos experiencia porque un club ya 
había hecho algo al respecto. Por ejemplo, Liverpool tuvo un encuentro con Peñarol en el estadio de 
Belvedere y lo que hizo fue limitar el número de entradas que le vendió al cuadro visitante. De esta 
manera no hubo mayor problema. 


Más adelante se produjo la inauguración del estadio de Peñarol, donde la policía hizo un gran 
esfuerzo para cubrir el espectáculo y después lo repitió en ocasión de jugarse el primer partido que se 
jugó allí. 


Asimismo, hubo un acuerdo —también lo tengo en mi poder— que se firmó con el Club Atlético 
Peñarol —en el marco de los convenios que se realizan semanalmente en la comisión de seguridad de 
la AUF- donde se pacta una serie de puntos en cuanto a que la policía no iba a estar dentro del 
espectáculo; ellos querían dar una señal diferente. Recuerden que no tenían alambrado reglamentario 
en una de las tribunas, lo que generó un enfrentamiento importante con la AUF y los cuadros le 
exigieron a Peñarol que lo instalara, pero ellos igual reivindicaron que no debía haber policía dentro de 
su estadio y que la revisación en las puertas la llevarían a cabo ellos mismos. Por su parte, la policía 
debía prestar garantías en el entorno y en la puerta por si sucedía algún acontecimiento no deseado. 
Todo esto consta en un acta —también la tengo aquí- que fue firmada por el equipo de seguridad 
de Peñarol y los representantes de la policía que participaron en ese encuentro. 


Con respecto al tema de las cámaras nosotros participamos con nuestros técnicos en la 
elaboración de las condiciones mínimas para que esto realmente sirviera ya que, a nuestro juicio, iba a 
requerir una inversión importante. Además, teniendo en cuenta las características y condiciones que se 
nos plantearon por parte de la Asociación Uruguaya de Fútbol, relacionadas con sus recursos 
limitados, se buscaron los requisitos mínimos con la menor inversión posible y la mayor eficiencia. Tan 
así es, que se decidió colocar el sistema de identificación facial, el sistema íntegro, en el Estadio 
Centenario, en el Parque Central y en el estadio de Peñarol, porque en esos lugares sucede la mayor 
cantidad de eventos violentos, en virtud de que allí se genera más pasión por los espectáculos y asiste 
un público más numeroso. Precisamente, en ese entorno, las cámaras podrían registrar el mayor 
número posible de personas que cometen actos violentos en los espectáculos deportivos. 


Por otra parte, solicitamos la compra de equipos portátiles, cuya función es la de registrar a 
las personas violentas, de modo que no puedan entrar a otras canchas. Obviamente, no es posible 
instalar cámaras en todas las canchas, porque eso resultaría extremadamente caro, pero si logramos 
capturar la mayor cantidad de imágenes en los lugares donde hay más afluencia de hinchas, con los 
equipos portátiles evitaríamos que los violentos ingresaran al resto de los lugares donde se desarrollan 
los espectáculos deportivos. Esto costaba aproximadamente unos USD 4:500.000 y, al respecto, la 
Asociación Uruguaya de Fútbol planteó sus dificultades para cumplir con ese requerimiento. De todas 
maneras, cabe destacar que nunca hubo una contrapropuesta, y no me refiero a una de índole técnica, 
porque lo que pedíamos era lo mínimo exigible. Incluso, sabemos que estaban de acuerdo con lo que 
planteado, porque contrataron un equipo técnico para discutir con los técnicos del Ministerio del 
Interior. Esto fue algo muy positivo, porque la conversación se dio entre quienes conocen el tema. 


El tiempo pasó y la iniciativa no se concretó, por lo que planteamos que frente al inicio del 
nuevo campeonato, que sería el 6 de agosto, el ministerio no cubriría partidos de alto riesgo y pedimos 
que en los espectáculos en los que pudiera existir algún riesgo, este se disminuyera. ¿Cómo se analiza 
esto? Todas las semanas hay una reunión entre la Comisión de Seguridad de la Asociación Uruguaya 
de Fútbol y la Policía. En esos encuentros se analiza dónde se va a jugar el partido en cuestión, qué 


hinchada va a concurrir, las características de cada parcialidad, los antecedentes de los partidos ya 
jugados, así como lo que está circulando en las redes, porque muchas veces estas incitan a cometer 
actos de violencia en los espectáculos deportivos. En ese entorno, si hubiera algún partido que pudiera 
ser considerado de alto riesgo, ese riesgo debería minimizarse. Por su parte, la Asociación Uruguaya 
de Fútbol determinaría la forma de bajar el riesgo y en el lapso anterior al partido la Policía cubriría a 
los jueces, la recaudación, el entorno del espectáculo deportivo, prestaría garantías en las puertas y, 
eventualmente, a fin de disminuir fricciones durante las revisaciones por parte de la empresa de 
seguridad, se prestarían los detectores de metales, a fin de evitar el ingreso de armas al evento. 


En estas condiciones, la Asociación Uruguaya de Fútbol decidió suspender el inicio del 
campeonato —no fue sugerencia del Ministerio del Interior— y esta semana me reuní con el Presidente 
de la AUF, el señor Valdez, quien planteó que habían tomado la resolución de comprar el equipo 
íntegro para el Estadio Centenario, como una manera de empezar a recorrer el camino de la 
identificación facial. Sin dudas, todos estamos de acuerdo en que es imprescindible instalar ese 
sistema, en que es necesario impedir que los violentos ingresen a los espectáculos deportivos y en que 
ese es el único mecanismo que se ha encontrado, a los efectos de hacer efectiva la medida. 


¿Cómo funcionaría esto? En realidad, la base de datos se hace a punto de partida de la 
detección de personas que participan en esos eventos. También esa base de datos se puede 
completar con personas que los propios clubes tengan identificadas como violentas y no quieran que 
entren. Debemos recordar que los dueños del espectáculo son ellos. Eso se puede cargar en una foto, 
y cuando van a entrar el sistema los identifica, avisa e inhabilita la posibilidad de que entren. Allí la 
policía ayuda a hacer efectiva la medida del derecho de admisión. 


En el correr de esta semana los técnicos de la AUF van a realizar un último encuentro con los 
técnicos del Ministerio del Interior para ver si frente a las nuevas ofertas que se han planteado existe la 
posibilidad de abaratar un poco más los costos. 


Han pasado dos años del análisis anterior. Quizás alguna empresa haga alguna oferta de 
menor precio. Eso habría que analizarlo. Nosotros dijimos que no había ningún problema y que 
estamos dispuestos a trabajar con ellos. En el correr de los próximos días estaríamos fijando una 
nueva reunión. Y acordamos que, una vez que la AUF firme con el proveedor que ellos hayan elegido — 
el sistema tiene que cumplir con los requisitos mínimos que ya acordamos con los técnicos de la AUF—, 
nosotros volveríamos a prestar garantías en el campo de juego para que el espectáculo se desarrolle 
en esas condiciones hasta que se instalen las cámaras. ¿Por qué decimos hasta que se instalen las 
cámaras? Porque ellas son el elemento que va a bajar realmente el nivel de riesgo de los partidos. 


Aquí se han dicho muchas cosas en los análisis realizados en los últimos días. Se nos ha 
dicho, por ejemplo, que contrataron una empresa de seguridad y en una final del campeonato la 
hinchada le pasó por arriba y entró al campo de juego, etcétera, etcétera. Si la Policía hubiera estado 
eso no habría sucedido. Y, a su vez, nosotros decimos: si las cámaras hubieran estado eso no habría 
ocurrido, porque una vez que alguien queda registrado en un hecho de esos, en el próximo partido no 
entra en ningún lado. O sea que esto tiene un efecto inmediato. 


También hemos escuchado por ahí que habría dificultad con el ancho de banda porque la 
imagen tiene que migrar a los servidores del Ministerio del Interior. Sin embargo, esto no es cierto. El 
sistema es autosustentable, guarda sus propios servidores, se alimenta de sus propios servidores, los 
equipos portátiles tienen su propio servidor donde uno carga la base de datos. Quiere decir que el 
sistema es muy eficiente, registra noventa caras por segundo y tiene un nivel de precisión de entre el 
95 % y el 98 %. Esto significa que le da un nivel de garantía bien importante a la persona que 
eventualmente pueda ser impedida de entrar a espectáculos deportivos o conducida por la policía a un 
juzgado penal o de faltas, o ser un elemento de identificación suficiente como para que la AUF pueda 
decir que no quiere que determinada persona entre por equis cantidad de tiempo. 


Una de las cosas que también llevó a que buscáramos una tecnología de este tipo es el 
reconocimiento por parte de los distintos dirigentes de los clubes en cuanto a que ellos tienen miedo de 
identificar a gente que haya participado en hechos violentos. Eso también está en el documento que le 
entregué, señor presidente, a un representante de la AUF cuando estuvieron con nosotros aquí, en la 


comisión de deporte. Ellos lo reconocieron —y lo han reconocido públicamente también—, y nosotros 
entendemos que está bien, que en este momento y en estas condiciones es razonable lo que ellos 
están planteando. 


En el día de hoy recibí una nota del Club Atlético Peñarol en la que nos piden tener un 
contacto para que nuestros técnicos se comuniquen con los de ellos a los efectos de definir el sistema 
que eventualmente van a instalar en el estadio. 


De más está decir que los sistemas que se instalen tienen que hablar entre sí porque, de lo 
contrario, esto no funcionaría. 


El Club Nacional de Football también nos planteó una reunión que tendremos en esta semana 
y viene en la misma línea, es decir, instalar un sistema que pueda ser compatible con lo que está 
haciendo la AUF. 


Estaríamos cumpliendo así la primera etapa, que es instalar el sistema en el estadio 
Centenario. Después no sé qué plazo o cronograma de trabajo nos van a plantear Peñarol y Nacional 
para instalar las cámaras allí, pero parecería que ellos ya lo tienen resuelto. 


Quedaría pendiente el tema de los equipos móviles, pero eso realmente es una inversión 
menor en lo que tiene que ver con la instalación total del sistema. Los equipos móviles suman 
alrededor de unos USD 250.000. 


No sé si con esto doy respuesta a las interrogantes planteadas. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El libro está en versión digital para poder facilitárselo al resto de la comisión? 
SEÑOR MINISTRO..- No. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces veremos cómo haremos para resolver el tema. Lo copiaremos. 
SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer preguntas concretas. 


Anoté que el señor ministro había dicho que con las cámaras es la Policía que va a ejercer el 
derecho de admisión. 


SEÑOR MINISTRO..- Va a efectivizar. 
SEÑOR BORDABERRY.- Está bien; va a efectivizarlo. 


Después anoté que el derecho de admisión, como dijo el señor subsecretario, va a ejercerlo 
el organizador del espectáculo. Desde el punto de vista legal, creo que la potestad jurídica la tiene el 
organizador porque, en definitiva, uno puede dejar entrar a su casa a quienquiera y en realidad lo que 
hace la Policía es seguir las indicaciones del organizador. 


También sé que muchas veces el organizador, frente a estos violentos —que renunció uno, 
que renunció el segundo y al tercero lo mataron y después mataron al que lo mató—, evidentemente no 
se siente en condiciones de ejercer el derecho de admisión. Ni siquiera se siente en condiciones de 
hacer la lista del derecho de admisión porque sabe que después van a buscarlo. Quisiera que me 
aclarara si coincide con esta visión porque eventualmente me parece que hay que trabajar esto en la 
legislación. Esa es la primera pregunta. 


La segunda es si la legislación vigente habilita o no a un guardia privado a hacer cacheo, a 
ejercer violencia en el buen sentido, es decir, agarrarlos y sacarlos hacia afuera si arman lío. Creo que 


no, pero la formulo igual. 


Tercero: ¿Existe en el Renaemse algún tipo de capacitación o de exigencia oficial para 
espectáculos públicos masivos de riesgo como estos o es una legislación general para todos los 
espectáculos públicos? 


Cuarto: ¿No es peligroso y complicado ejercer el derecho de admisión en la cola de ingreso a 
un estadio? Si se va a tener una base de datos contra la cual contrastar, ¿no hay otro tipo de 
soluciones como concurrir a un juzgado, pedir que se le ponga una pulsera, obligarlo a presentarse en 
la comisaría a la hora del partido a quien se tiene identificado? Obviamente, todo eso tendría que ser 
con resolución judicial porque en definitiva se va a necesitar. ¿No deberían combinarse ambas en el 
caso especial de los más peligrosos? ¿Cuánto tiempo se van a mantener las imágenes? ¿Treinta días, 
sesenta días, un año, dos años, toda la vida? ¿Cuánto tiempo va a durar la prohibición? Dediqué una 
parte de mi vida a un deporte muy popular en el país, el rugby. Recuerdo que para el que hacía estas 
cosas, eran 99 años. Sé que en la liga universitaria a quienes participan en líos o tocan al juez, 
automáticamente los desafilian. No sé cuál es la forma exacta en que funciona esto; me parece que 
habría que planteárselo. ¿Quién decide que alguien es violento? Se puede decir que es violento 
porque participó en una actividad, pero la persona puede afirmar que no y de pronto es así; de repente 
estaba corriendo y le tocó estar en la mitad del lío. ¿Cómo ejerce su derecho de defensa? Para evitar 
que los violentos zafen con esos argumentos habría que tener bien clara la legislación. 


En España el derecho administrativo de sanciones no es penal sino administrativo, lo que da 
otro tipo de flexibilidad porque, obviamente, puede funcionar de otra forma. 


Por otro lado, no se habló para nada del tema de la entrega de las entradas. Sé que es un 
asunto complicado sobre el cual también creo que hubo una evolución. Recuerdo que el ex director 
nacional de deportes, Irureta, un día afirmó que tanto los clubes grandes como el propio ministerio, en 
algún momento entregaron entradas en los partidos en los que jugaba Uruguay y también en los 
clásicos. Pediría que me dijeran cómo ha sido la evolución en este tema y si existe la posibilidad de 
restringir estas situaciones. En el proyecto de ley que presenté se prohíbe tanto la entrega de entradas 
como las contribuciones en dinero, y hasta se penalizan. 


Después hay un tema que toca nuestro corazoncito bohemio y disculpen que les haga esta 
pregunta. ¿Cómo se califica un partido de alto riesgo? Estamos hablando de Montevideo-Wanderers y 
River Plate. En todo caso es alto riesgo para el corazón de los hinchas bohemios que en su mayoría 
son de mucha edad. Me ha tocado estar varias veces en la tribuna en encuentros entre Wanderers- 
River Plate y la verdad es que no los veo como partidos de alto riesgo. Les voy a contar una anécdota. 
Un día la barra brava -—por llamarla de alguna forma y siendo muy generoso respecto a la hinchada 
que está atrás del arco de Wanderers— o mejor dicho los que alientan a Wanderers —porque los otros 
solo miramos el partido—, se pusieron a insultar a la hinchada de River y esta le empezó a contestar. A 
todo ello pasó el gerente de Wanderers, los retó y se callaron. Me acuerdo que comenté que era algo 
único en el mundo porque que un gerente de un club les diga que dejen de gritar y se callen, es un 
hecho muy particular. No sé si hay algún tipo de reglamento que diga qué es o no de alto riesgo. 


Esas son las preguntas que quería formular. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Respecto al derecho de admisión, como dice el señor senador 
Bordaberry, es competencia del organizador del espectáculo y la Policía ejerce ese derecho. Quiere 
decir que si el policía que está en la puerta le dice a alguien que no puede entrar, porque no se deja 
revisar o porque tiene aliento a alcohol, y se desacata, puede llegar a ser detenido. Esto seguiría 
funcionando igual. La única diferencia ahora sería que si en la tableta que tiene el funcionario que está 
en la puerta aparece que una persona tiene impedido el ingreso, se le dice que no puede entrar porque 
el sistema no lo permite. 


SEÑOR BORDABERRY.- Hay una circunstancia que me llama mucho la atención. Cuando después de 
un partido hay incidentes, uno ve las imágenes en la televisión en donde se puede apreciar que se dan 
como adentro de un gorro. La Policía informa que detuvo a 150. Al día siguiente quedan todos 


liberados. Esa es la constante. Quizás uno o dos quedan detenidos. ¿Cómo sucede tal cosa? ¿Cómo 
no se puede tener una prueba? No sé. Me gustaría que nos den una explicación porque son cosas que 
vemos todos. ¿Cuántos detenidos hay después de los incidentes? Y procesados no se ve a nadie. El 
juez no procesa a nadie. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Creo que ya contesté la pregunta sobre el derecho de admisión. Sobre 
la posibilidad de capacitación o no de las empresas, me gustaría que el director de la Policía Nacional 
sea quien responda. 


SEÑOR GARCÍA.- Tengo una visión un tanto diferente con respecto al derecho de admisión. Entiendo 
que el espectáculo es organizado por privados, pero es público. Y, en definitiva, para quienes somos 
futboleros —que vamos todos los fines de semanas a ver partidos de futbol-, incluso, el estadio 
Centenario tiene una juridicidad pública. Entonces, un espectáculo de 20.000, 40.000 o 50.000 
personas, ¿cuán privado o cuán público es? Entiendo quién es el organizador, pero me quedan serias 
dudas de que no haya una responsabilidad del Estado —independientemente del análisis jurídico que 
hizo el senador Bordaberry- en la protección de personas y familias que van a un espectáculo masivo. 


Por otra parte, está el tema del registro de los hinchas violentos. Se empieza un día a ser 
violento. Está el violento consuetudinario, el que tiene una personalidad violenta en el deporte y en su 
vida. Hay personas que se fanatizan y si son violentos dentro de una cancha también lo pueden ser en 
su vida particular, pero un día comenzaron a serlo. Por tanto, estando en un espectáculo deportivo, a 
una persona que pasó ese primer tamiz de no figurar en el registro como violento, pero debuta como 
violento y genera disturbios, ¿cómo se hace para controlarla en un espectáculo masivo si comete una 
riña, le parte un asiento en la cabeza a una persona o golpea a un policía? Semanalmente voy al futbol 
y no me cierra el hecho de que con guardias privados de seguridad, en estas circunstancias y en este 
contexto, se resuelva el tema. Además, los países que han pasado por estas realidades han hecho 
procesos de transición y no pasaron de un día para el otro de la Policía a guardias privados. A su vez, 
no veo que estemos preparados, en el cierre de un campeonato y en la apertura de otro, para sacar a 
la Policía de las canchas de futbol. Me preocupa esta situación como legislador, como ciudadano, 
como deportista y como padre de niños que también van al futbol. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- La duda que plantea el senador es razonable y la venimos discutiendo 
desde hace seis años. En la Comisión de Prevención, Control y Erradicación de la Violencia en el 
Deporte hay abogados, como también los hay en la AUF. Sin embargo, hemos llegado al acuerdo de 
que es un espectáculo privado. Podrá ser de interés público, concurrirá mucho o menos público, pero 
es un espectáculo privado y su organizador es el que se reserva el derecho de admisión y 
permanencia. Sobre qué tiempo se le va a prohibir entrar, también será potestad del organizador el 
decidirlo; lo resolverá mirando cómo se desarrollaron los acontecimientos. Analizando las filmaciones 
nos damos cuenta de quienes son los que inician el acto de violencia y quienes son los que terminan 
acompañando porque están en el borbollón. Al menos por lo que hemos acordado hasta ahora, la 
decisión de cuánto tiempo va a permanecer en la lista de personas que tienen prohibida la entrada a 
espectáculos deportivos, es del organizador del espectáculo. 


Y lo relativo a si es público o privado, lo hemos planteado en la Comisión Especial de Deporte 
del Parlamento y ya ha sido discutido. Podemos seguir discutiéndolo, pero para ello cedería la palabra 
a los abogados. 


Con esto también contesté la pregunta de cuánto tiempo duraría la prohibición. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor presidente: el derecho de admisión está relacionado con una de las 
preguntas hechas recién: cuándo se empieza a ser violento o cuándo se registra a alguien como tal. 
Justamente, la cámara lo toma en el primer hecho violento cometido dentro del estadio, a partir de ahí 
pasa a integrar la base de datos y, luego de eso, lo reconoce al entrar de nuevo. 


Uno podría decir —y, de hecho, se hace— que un juez podría hacer lo mismo, pero no es así, 
porque cuando se le lleva la imagen de la persona tirando banquetas —que es una imagen muy 
reiterada, que ha sido filmada y en la que se ven las caras— puede decir que no la reconoce, que le 


lleven el nombre, lo que no siempre se logra. Además, si se le lleva el nombre, muchas veces dice: 
«No estoy seguro de que sea él», por lo que es como si no sucediera nada. En cambio, si esa imagen 
está puesta en la base de datos, la cámara la reconoce. Esto se ve en las películas: van pasando una 
cantidad de fotos y, cuando coincide, la máquina se detiene y lo identifica. Eso es para identificar fotos, 
pero para hacerlo con imágenes, este tipo de cámaras marca la cara. 


Esta es una decisión administrativa. El señor senador Bordaberry decía que en España hay 
otra forma de resolverlo, pero acá los privados que organizan, junto con la comisión y la Policía, 
pueden decir que determinada persona que está tirando banquetas o que está tirando piedras a un 
policía, no entra. Y pueden ponerse de acuerdo porque es una cuestión privada. Es como el ejemplo 
que se ponía de que a mi casa no quiero que entren por no sé cuánto tiempo, y lo puedo hacer. 


Entonces, es un camino paralelo al que implica que un juez diga que esto va a ser por 18 
meses. Hoy, cuando un juez dice que una persona no puede entrar por 18 meses, la Policía tiene que 
ubicarla y, si la reconoce al entrar, la puede parar. A veces es difícil reconocerla y, en esos casos, no 
sucede nada. En cambio, con la cámara, la Policía efectiviza el derecho de admisión, y empieza desde 
que la cámara lo registra. 


SEÑOR CARRERA.- Señor presidente: en torno al tema del espectáculo público versus el espectáculo 
privado, creo que tenemos un error conceptual en nuestro ordenamiento. Para nosotros no hay dudas 
de que es un espectáculo privado organizado por un privado; cuando uno organiza un espectáculo 
debe tomar una serie de medidas, y la seguridad es una de ellas. Creo que el error conceptual que 
tenemos cuando hablamos de espectáculo público se debe a que el artículo 297 de la Constitución 
expresa que dentro de las fuentes de recursos de los Gobiernos departamentales está el impuesto 
sobre los espectáculos públicos. Como el que autoriza el espectáculo público es el Gobierno 
departamental, que tiene una fuente de recursos, creo que de ahí parte el error conceptual que 
nosotros trasladamos, dándole otra dimensión cuando se trata simplemente de una fuente de recursos 
de los Gobiernos departamentales. 


He estudiado el tema —cuando ingresé al ministerio era uno de los temas que me 
preocupaba- y estoy de acuerdo con el señor senador Bordaberry; como es un espectáculo privado, 
pasa eso. Muchas veces el organizador no asume la competencia que le corresponde, preocupado por 
saber de quién es la responsabilidad civil si pasa algo. Como abogado, no tengo dudas de que si 
comprara una entrada para un partido de fútbol organizado por la AUF y pasara algo, a quien tengo 
que demandar es a la AUF. Ellos se plantean que si contratan a una empresa de seguridad privada van 
a tener responsabilidad civil sobre el hecho, pero si está la Policía se va a demandar al Ministerio del 
Interior. Pasa ese tipo de cosas. En la exigencia de la profesionalización que debe haber, hemos visto 
que son dimensiones que se dan en la discusión. 


En cuanto a la mala regulación y a las empresas de seguridad privada, debemos decir que 
presentamos un anteproyecto de ley en la materia, que está siendo discutido en la Comisión Especial 
de Seguridad y Convivencia de la Cámara de Diputados. Ese anteproyecto contiene un capítulo sobre 
los eventos masivos. No pensamos que la Policía se tenga que retirar y, en este sentido, hemos 
tomado los ejemplos de Chile y España. Creemos que en los eventos masivos debe haber una 
seguridad privada que coordine y coopere con la Policía, o sea, tiene que haber un protocolo de 
trabajo. Afortunadamente, estamos trabajando a buen ritmo en la comisión. Creo que este año el texto 
va a tener la aprobación de la primera Cámara, lo que va a ser importante para la nueva dimensión 
que queremos dar a la seguridad privada. 


SEÑOR BORDABERRY.- Claramente, aquí entran en juego el ámbito público y privado, y me parece 
que en esto hay que ir —uno va aprendiendo con la edad-— al justo medio aristotélico. No puede decirse 
que porque es un espectáculo privado la seguridad tiene que estar a cargo del privado. Por ejemplo, si 
durante el día —no en la noche porque la Constitución no lo permite— organizo un evento en mi casa y 
una de los que concurre mata a alguien, la Policía tiene que intervenir adentro de mi casa. Si se 
organiza un espectáculo musical y se pone un stand para vender drogas sintéticas —no es necesario 
poner un laboratorio—, hay que agarrar al que vende la droga sintética y decirle: «¡Che, estás violando 
la ley!l». Y la Policía tendría que estar ahí, más aun sabiendo que son lugares propensos a que se 
cometa un delito. Es decir, el hecho de que sea un espectáculo privado permite al organizador prohibir 


la entrada a alguien, pero eso no significa que la Policía considere que con eso es suficiente. Me han 
dicho que en los baños de la Amsterdam y de la Colombes dos por tres rapiñan a alguno. Se cometen 
delitos; esa es la verdad. Entonces, esta discusión no significa que «como es privado, me lavo las 
manos y el otro tiene que dar seguridad». No, porque el otro no tiene los elementos como para 
enfrentar ese tipo de delitos que se da dentro de un recinto privado, y a veces dentro de una casa, 
porque no todos los delitos ocurren en la calle. 


Por tanto, creo que aquí falta delimitar jurídicamente de manera mucho más clara estas 
cosas, para evitar que la gente violenta entre a estos lugares y, sobre todo para que la Policía no 
renuncie al cometido que le encomienda el artículo 7 de la Constitución, que establece que debe dar 
seguridad a los ciudadanos. Cuando voy al parque Viera, por ejemplo, espero que si alguien viene a 
robarme, la Policía lo detenga, y tengo la tranquilidad que la Policía va a estar ahí y lo va a hacer. Y el 
espectáculo lo organiza Montevideo Wanderers. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El hecho de que la Policía no esté adentro no quiere decir que no pueda 
entrar o que, frente al requerimiento por un hecho concreto, no intervenga. La Policía se apostará en el 
lugar más adecuado para poder dar las garantías en el momento en que sea imprescindible. Por eso 
insistíamos mucho —y está acordado también— en que todos los cuadros deben tener un referente de 
seguridad. Ese referente de seguridad es el que está en contacto con el oficial de policía que está a 
cargo del operativo, es el que intercambia y coordina y, además, es el que puede solicitar el ingreso de 
la Policía frente a algún disturbio. También pedíamos —y está acordado- que cada cuadro tuviera un 
equipo de seguridad que fuera el primer elemento de contención frente a un incidente que se produjera 
en la tribuna. Siempre es mejor que la contención, como se dijo recién, la haga alguien vinculado al 
propio cuadro a que venga alguien de afuera, porque ya ahí se habla un idioma diferente. Siempre es 
mucho más ríspido que la Policía entre a controlar una situación a una tribuna, a que la propia 
seguridad del cuadro tranquilice los ánimos. Este es un fenómeno que se ha visto siempre en Uruguay. 
Cuando uno era gurí chico y se iba de boca, siempre había alguno que le decía: «Callate la boca que 
se va a armar lío», «Mirá que no te dejamos entrar más» o algo por el estilo. Es cierto que estamos en 
un contexto diferente, pero ese es el sentido de tener un equipo de seguridad. 


Tener una empresa de seguridad que mantenga las condiciones de seguridad dentro del 
estadio nos parece adecuado, y que requiera la participación de la Policía, también. Frente a la 
aparición de un hecho delictivo, la Policía entra. No tendría por qué estar adentro, porque es cierto que 
se roban cosas en el estadio como también es cierto que si uno organiza un cumpleaños en su casa, 
puede ocurrir que le falte un reloj. La Policía va a ir después a ver qué pasó. 


Con respecto al tema de hasta dónde puede ir la empresa de seguridad y qué podría hacer, 
me parece que el director de la Policía podría referirse al punto, así como al tema de las entradas y la 
cantidad de personas que se detienen después del espectáculo deportivo y son presentadas a la 
Justicia. 


Pero quiero agregar algo más: hoy en día tenemos alguna herramienta más, que no hemos 
nombrado. Me refiero a los juzgados de faltas. Los juzgados de faltas también podrían tomar la 
decisión de que esas personas que se les presentan como violentos pasen a la base de datos y, 
además, se les exija estar en una seccional policial mientras se desarrolla el espectáculo deportivo. 
Eso pueden hacerlo y lo han hecho en algún momento. También pueden impedir a estas personas 
participar de los festejos, porque a veces no asisten al partido pero los líos se arman en los festejos. 


SEÑOR LAYERA.- En relación a las empresas privadas de seguridad, hay una norma que las habilita y 
le compete al Ministerio del Interior —para ello tiene una dependencia exclusiva— la fiscalización y la 
autorización de su funcionamiento. 


En cuanto a los operadores de esas empresas de seguridad privadas, hay dos categorías que 
están determinadas: con uso de armas y sin uso de armas. En ambos casos, la Dirección Nacional de 
Educación Policial es la encargada de brindar la capacitación a los operadores de las empresas de 
seguridad privadas y, luego, la actualización y la fiscalización completa desde el punto de vista 
administrativo y teórico. Además, después aporta los conocimientos teórico-prácticos para ejercer esa 
función de operador de seguridad privada. Esto es lo que se realiza actualmente. 


Indudablemente, puede haber diferencias —que los señores senadores juzgarán, dicho esto 
con todo respeto- en cuanto a si las normas existentes deberían crear un operador de seguridad 
privada específica y con determinadas condiciones, para que se haga cargo del fútbol o de cualquier 
otro tipo de espectáculo. No lo sé, los señores senadores deberán estudiar si eso es lo que se 
necesita. Por ahora, nosotros entendemos que debemos capacitarlos a través de esta unidad que, a su 
vez, es la que capacita en todas las escalas a los policías. Por lo tanto, se puede decir que reciben la 
misma preparación —por supuesto que no en cantidad ni en carga horaria— que los policías. 


En cuanto al procedimiento frente al uso del arma o al ejercicio de la fuerza en un espectáculo 
público por parte del operador privado de seguridad que no está armado, le son aplicables las mismas 
normas penales que a los policías, en defensa legítima de su vida o de otra persona. Se aplica de la 
misma manera. Entonces, en el caso de los espectáculos de fútbol, el operador privado simplemente 
contiene una situación, pero si se ve sobrepasado, no podrá realizar un ataque que no esté 
fundamentado en la defensa de su físico. Es igual que lo que se aplica a la Policía. 


El señor senador García preguntaba cómo hace un operador privado para actuar si hay una 
agresión en una tribuna. Pues bien, yo le pregunto al señor senador García, que concurre a los 
espectáculos de fútbol, qué hace un policía para actuar en ese momento. Es lo mismo. 


SEÑOR GARCÍA.- Como espectador, creo que la Policía recibe órdenes que no son las adecuadas; 
tengo la impresión de que los disturbios y los problemas de violencia que hay en el deporte están 
dados porque la Policía debe cumplir órdenes que muchas veces no son las adecuadas y frente a esas 
órdenes se quedan quietos. 


SEÑOR LAYERA.- No voy a hacer comentarios sobre lo expresado por el señor senador porque tiene 
todo el derecho a tener esa opinión. 


Volviendo al tema, en definitiva creo que están dadas todas las situaciones para contemplar y 
para que funcionen los operadores privados de seguridad, con el número que se crea necesario, 
acorde a los espectáculos y a la cantidad de público que va a concurrir. Indudablemente, tal como 
ocurre en la seguridad privada —que se encuentra en una vivienda particular o en un comercio—, en 
caso de que se vea sobrepasada y se esté ante un hecho que se presume delictivo, quien debe 
concurrir es la Policía, que es la que debe hacerse cargo de la situación y actuar. En el caso del fútbol 
es lo mismo. Y, tal como expresara el señor subsecretario, lo que estamos haciendo es brindar 
garantías ante cualquier tipo de situación o ante la denuncia de un hecho presuntamente delictivo, sin 
importar si estamos adentro o afuera. Esa es una situación de orden técnico-profesional y si no está 
establecida correctamente en una ley, nosotros vamos a actuar en consecuencia, acorde a nuestros 
conocimientos técnico-profesionales. 


SEÑOR AGAZZI.- Me interesa analizar este problema desde otro ángulo. Hemos hablado de la 
identificación, de los antecedentes y del registro de las personas, de las cámaras, pensando que se 
trata de un espectáculo deportivo al que asisten una cantidad de individuos —cada uno con su historia 
de vida- que pueden repetir las acciones delictivas que cargan sobre sus espaldas, pero hoy aparece 
un actor distinto, que es el actor global. 


Antes, era parte de la estrategia deportiva pegar la primera patada, por encima de la rodilla, 
enseguida de que empezara el partido, dentro de la cancha, pero ahora se producen invasiones de 
hinchadas. Soy hincha de un cuadro chico y puedo decir que hemos trabajado mucho para que los 
cuadros grandes vengan a nuestra cancha, pero es un desastre: ¡aran el barrio, no queda nada! Esa 
gente no actúa en forma individual, sino que se juntan miles y miles, ¡revientan todo! Entonces, no se 
puede permitir que los cuadros grandes vayan a los barrios a jugar con los cuadros chicos porque es 
insoportable. 


Ahora bien, entiendo la relación entre lo público y lo privado, pero habida cuenta de que 
estamos hablando de un espectáculo privado, me pregunto quién es responsable de que miles y miles 
de personas revienten todo un barrio. No es responsabilidad de la Policía, ¿o sí? Capaz que es un 
problema que se relaciona más con el derecho, porque si es un espectáculo privado hay agentes 


privados que son responsables de lo que ocurre, es decir, no se trata solo de los individuos. En fin, me 
importa preguntar hasta dónde las instituciones que organizan estos espectáculos deportivos, que son 
de carácter privado, son responsables civiles de las acciones de los actores que concurren en forma 
masiva. No alcanza con la fotito; hay alguien que está organizando el todo. Y al final, el resultado es 
producto de un colectivo. 


Esto está pasando cada vez más. Últimamente la estrategia cambió, porque también la 
presión, tal como está organizada, influye en el resultado deportivo; esas miles de personas que 
presionan en la cancha influyen en los jugadores. Pues bien, es una estrategia deportiva, que antes 
consistía en dar la primera patada adentro de la cancha, pero ahora se genera de una manera que 
hace que los jugadores estén temerosos por lo que puede estar pasando afuera de la cancha, que, 
como dije antes, se desarrolla en forma organizada. 


Quizás este no sea un tema de su competencia, pero como el ministerio y la fuerza policial 
están actuando a este respecto, me interesa saber cuál es la responsabilidad que le cabe a otros 
actores, que no son ni los individuos ni los policías, sino los organizadores del espectáculo. 


SEÑOR MINISTRO.- Hay dos elementos a tener en cuenta: al actuar o no actuar dentro de un 
escenario deportivo; la Policía hace una valoración que no tiene que ver solamente con haber 
identificado a quien provoca todo el problema y proceder a su detención, sino que debe tener en 
cuenta qué puede pasar si toma determinadas acciones sobre quienes intervienen en el lío, en un 
espectáculo a estadio lleno, por poner un ejemplo. En ese caso, podrían pasar dos cosas: que algunos 
se sumen o que otros disparen rápidamente de una tribuna llena, lo que puede dar lugar a 
consecuencias lamentables. 


Entonces, no se trata de que la Policía ante hechos de este tipo tome una decisión directa, 
sino que antes de dar una orden, que puede gustar o no, debe evaluar los resultados, entre otros, si no 
es peor intervenir que no intervenir. Esto corre también para la guardia privada. 


En segundo lugar —como dice el señor senador Agazzi-, dentro de la cancha vi la pierna arriba 
de la rodilla, tirar arena al golero, pinchar con alfiler al cuadro rival y aun así vi a un equipo uruguayo y 
a uno argentino salir campeones de América. 


Todo eso pasaba, pero no pasa más porque las cámaras no filman una película, por ejemplo, 
desde el segundo tramo de la tribuna Ámsterdam, sino que se ve como estar al lado lo que sucede. De 
esta manera, los organizadores de ese espectáculo y de los campeonatos después toman medidas, 
como sucedió con Luis Suárez en el partido contra Italia. Entonces, focalizar la imagen en lo que está 
pasando es un freno para determinadas conductas. 


Ahora bien, hoy las cámaras están dirigidas a los jugadores y los hechos violentos no se 
producen entre ellos sino entre los hinchas. Por eso decimos que la cámara de identificación facial no 
solo permite detener a quien ha cometido hechos de violencia —al identificarlos—, sino que permite 
también disuadir a la persona de no cometerlos. Lo digo porque si se les pasa, por ejemplo, la imagen 
que se obtiene de la tribuna en el tablero de la tribuna Colombes, y se ven a sí mismos, también se 
podrán dar cuenta que quedará registrado si están tirando una banqueta y esto será un efecto 
disuasivo. 


Ese es el elemento nuevo que se introduce. Esos hechos de violencia que se producían 
dentro de la cancha no suceden más de esa manera — insisto, no se producen más- y hay algo 
tecnológico que cambió y que permite controlar de otra manera los espectáculos. Hoy existen 
condiciones tecnológicas para evaluar qué pasa con quien mira el partido. 


Es cierto que esos actos se producen masivamente y no por una o dos personas, pero todos 
sabemos que muchas veces los hechos colectivos suceden a partir de ciertos individuos que inducen a 
esa situación. Retirados esos individuos de las canchas —no todos los que participan masivamente de 
un hecho, sino los que lo inducen—, probablemente no se produzca el mismo hecho. 


A eso se apuesta, y desde distintos actores —dirigentes, asociación, Policía, seguridad, 
etcétera—, se ha llegado a esa conclusión. 


Es posible que si se profundizan las leyes que regulan este aspecto, haya mejores 
condiciones, pero con las actuales, si se aplica lo que se propone, funcionaría mejor. Probablemente 
podría funcionar todavía mejor si se perfecciona lo que regula todo esto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El elemento de disuasión que plantea el señor ministro es fundamental. 


Es muy probable que muchas personas que van a alguna tribuna a realizar cierto tipo de 
actividad que no tiene nada que ver con el fútbol, en la medida que sepan que están siendo filmados e 
identificados, no vayan o hagan lo mismo en otro lado. 


Con respecto a lo planteado por el señor senador Agazzi, es cierto que incluso para 
determinar si un partido es de alto riesgo o no, se tiene en cuenta la cantidad de gente que se prevé 
concurrirá y el lugar donde se desarrollará el espectáculo deportivo. 


Nosotros llamamos a la responsabilidad asumida en forma colectiva. Por ejemplo, hay dirigentes de 
cuadros deportivos que quieren ejercer el derecho de localía y llevar a cuadros con mucha hinchada a 
alguna cancha chica, cosa que implica un riesgo no solamente para el partido, sino también para el 
entorno donde se desarrolla el espectáculo. Cuando nos sentamos a analizar la situación, la 
conclusión final es que se juega en el Estadio Centenario, pero prefieren decirle a la hinchada que 
quien prohíbe la localía es el Ministerio del Interior porque les conviene vender más entradas. 


SEÑOR BORDABERRY.- El artículo 13 del proyecto de ley que presentamos dice: «Se prohíbe a las 
personas que representen legalmente al club, a los miembros de su Comisión Directiva, como 
asimismo a cualquier dirigente, jugadores, miembros del equipo técnico y demás funcionarios del club, 
a entregar personalmente o por interpósita persona, cualquier tipo de financiamiento o apoyo 
económico o material a los hinchas o simpatizantes del mismo, bajo pena de aplicación de las multas 
que determinará la reglamentación». En este aspecto creo que hay un vacío. 


Por otra parte, hace un momento hice la pregunta de si en los últimos años el Ministerio del 
Interior entregó entradas a alguna hinchada por algún motivo. 


SEÑOR MINISTRO.- En algún partido de la selección uruguaya distintas hinchadas compraron 
banderas de la selección. No sé si en ese caso hubo algo; no me refiero a que el ministerio entregara 
entradas, pero sí a que supiera que era así en el caso de la selección. Hubo dos banderas —una en 
cada tribuna— que se intercambiaron entre los hinchas de los cuadros grandes, aunque tampoco sirvió. 
Ello pudo haber arrimado a alguno de los que estaban al frente de las hinchadas, pero no tuvo efecto 
posterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ojalá que las cámaras tengan el mayor de los éxitos. La inquietud que tengo 
está relacionada con lo expuesto por el señor senador Bordaberry. Usted precisa de la complicidad de 
la AUF, de los clubes o de quien vaya a suspender a los que aparecen en las cámaras como los 
revoltosos. Ustedes los identifican, pero es un espectáculo privado por lo que pueden prohibirles entrar 
treinta días o, como en alguna liga de rugby, 99 años. ¿Eso está hablado con la Asociación Uruguaya 
de Fútbol y los clubes? Es preciso mucho trabajo en conjunto para que dé resultado. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Hay tres instancias. Una es la del juzgado penal, donde el juez toma 
algún tipo de decisión sobre la persona que comete un delito y es capturada por las imágenes. Otra, es 
la de los juzgados de faltas que prohíben entrar a los espectáculos deportivos y eso va a la base de 
datos. Y la tercera es la decisión de los clubes de que las personas que fueron identificadas en la 
filmación no ingresen al espectáculo deportivo. El código de faltas para saber cuánto tiempo le darían — 
seis meses, un año o lo que fuere— lo tendría que definir la AUF, que es la que organiza el espectáculo. 
Una vez que la AUF tome esa decisión —no sé si será para cada caso concreto o establecerá alguna 
reglamentación específica— las imágenes van a quedar dentro de la base de datos el tiempo que dure 
la prohibición de entrar a los espectáculos deportivos. 


SEÑOR CARRERA.- Quiero aclarar que la prohibición de los 99 años es una norma interna del rugby y 
no una ley. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quizá se podría presentar un proyecto de ley que creara juzgados de faltas 
deportivas —que son tantas—, con una linda sede en el Estadio Centenario que se especializara en el 
tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias. 


(Se retiran de sala el ministro del Interior, el subsecretario y sus asesores). 


(Ingresan a sala representantes de la Asociación Uruguaya de Fútbol, del Club Atlético Peñarol y del 
Club Nacional de Football). 


-La Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia del Senado agradece la presencia 
de la delegación integrada por el señor Ignacio Alonso, miembro del Consejo Ejecutivo de la Asociación 
Uruguaya de Fútbol y la señora Andrea Lanfranco, Secretaria Ejecutiva de la Asociación Uruguaya de 
Fútbol; el señor José Luis Sanguinetti, por el Club Atlético Peñarol y los señores Pablo Durán y Wilson 
Miraballes —como presidente de la comisión de seguridad— por el Club Nacional de Football. El tema 
que los convoca tiene que ver con las noticias que escuchamos por la prensa. 


Recién escuchamos a una delegación del Ministerio del Interior y ahora también queremos 
recibir información de primera mano. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes que nada quiero agradecerles su presencia en esta comisión. 


Tal como le dijimos al señor ministro del Interior, sentimos que en el Uruguay los ciudadanos 
venimos perdiendo libertad. Hace tiempo que perdimos la libertad de dejar nuestros hogares solos; 
tenemos que poner rejas, alarmas o contar con guardias. Después empezamos a perder la libertad de 
poder circular por algunos lugares y ahora parecería que vamos camino a perder la libertad de poder ir 
al fútbol, algo tan importante para los uruguayos. 


Creemos que en la legislación —así como la tarea de ustedes es el fútbol, la nuestra es hacer 
leyes— existen algunas lagunas que hacen que se termine en discusiones acerca de si algo es público 
o privado, si le corresponde a uno u otro. Con los instrumentos que podemos promover en este 
Parlamento, nuestra tarea es analizar esas cosas y ver qué podemos aportar para mejorarlas. Por eso, 
tenemos para hacerles algunas preguntas que también se las hicimos a los representantes del 
Ministerio del Interior. 


La primera interrogante pasa por las facultades que tienen las guardias privadas en el fútbol. 
Un guardia privado, ¿hoy puede cachear? Me pregunto si tiene la facultad legal para hacerlo, porque lo 
hacen. ¿Un guardia privado puede intervenir y ejercer la violencia para evitar que otras personas la 
ejerzan? ¿Tiene el respaldo legal para hacerlo? ¿Existe ese instrumento? ¿Cómo es en el Renaemse 
ese instrumento? ¿Hay una unidad especial de capacitación para los guardias que se especializan en 
un evento público como el fútbol, o se aplica la misma normativa para todos los espectáculos y, 
entonces, se adapta al fútbol? El momento de ejercer el derecho de admisión, ¿es en la cola de 
ingreso? Además de ese derecho, ¿no debería existir otro tipo de impedimento, como ser la 


presentación en la comisaría o llevar una pulsera electrónica para quienes hacen estas cosas? ¿Cómo 
se identifica a un violento y por cuánto tiempo se le prohíbe ir a un espectáculo deportivo? 


Hoy citaba otro deporte muy popular del que fui aficionado y lo practiqué, que es el rugby. En 
ese deporte al violento le aplican 99 años. 


Entonces, pregunto nuevamente: ¿el lugar para ejercer el derecho de admisión es la cola de 
ingreso? ¿Lo ejerce la Policía o lo ejerce el organizador? Se supone que, legalmente, quien puede 
ejercerlo es el organizador porque, en definitiva, la Policía sin orden judicial no puede prohibir a alguien 
ingresar. Ahora bien, ese organizador ¿tiene la capacidad necesaria para decir a los violentos que 
concurren, que no entren? Es más, ¿va a incluirlos en una lista sabiendo que, quizás, puedan tomar 
represalias contra él y su familia por ese hecho? ¿No debiéramos dar las seguridades legales por si 
esto ocurre? 


Las imágenes captadas por las famosas cámaras de identificación facial van a ir a una base 
de datos. ¿Quién va a manejar esa base de datos? ¿Cuánto tiempo van a estar esas imágenes y quién 
las va a clasificar? ¿Quién va a determinar qué se considera un hecho violento y qué no lo es? ¿Es un 
hecho violento insultar a un policía? ¿Es un hecho violento insultar a un contrario? Pegarle, parecería 
ser que sí, ¿y amagar pegarle? ¿Quién juzga el verse involucrado involuntariamente en un hecho? 
¿Por cuánto tiempo? 


¿Entienden que en el derecho penal vigente —aquí hay más de un colega presente— existen 
normas suficientes para evitar que los violentos ingresen a un espectáculo o, por lo menos, para 
restringirles el acceso? 


También me gustaría conocer la hoja de ruta. Hemos estado viendo lo que pasa en España y 
lo qué ocurrió en Inglaterra: en esos países fue el Estado el que lideró la inversión, el trabajo, y luego 
se retiró. Según me dijeron, en Inglaterra se invirtió 600 millones de euros, y si bien se retiró de la parte 
más activa, sigue estando ahí. 


¿Cuál es el camino que se va a seguir? ¿Cuál es el plan? Si instalamos cámaras de 
identificación facial, ¿qué hacemos después con las imágenes? Con respecto a los violentos: ¿no los 
dejamos entrar? ¿Quién lo decide? ¿Cómo lo hacemos? ¿Cuál es el siguiente plan? 


Hace tiempo presentamos un par de proyectos de ley. ¿Es necesario legislar y dar respaldo 
para ello? 


Vemos con cierto temor la discusión en la que se plantea que, como se trata de un 
espectáculo privado, el privado es el que tiene que dar todo, frente a los otros que dicen que se trata 
de un espectáculo público, por lo que es el público el que debe dar todo. Como siempre, el justo medio 
aristotélico parece ser lo más acertado. Sí, es un espectáculo organizado por un privado, pero tampoco 
queremos que el Ministerio del Interior, la Policía o el Gobierno renuncien a su obligación de perseguir 
los delitos que allí ocurran. En definitiva, si abro un restorán al público, eso es algo privado, pero si 
vienen a robarlo necesito que la Policía persiga a los delincuentes. O sea que en realidad soy 
responsable, obviamente, del restorán y del espectáculo, pero si ocurre un delito hay que perseguir a 
los responsables. 


Como se puede ver, tenemos varias dudas y agradecemos mucho a nuestros invitados que 
hayan venido a acompañarnos, a informarnos y a ayudarnos a entender mejor este asunto. 


Y permítanme decir que ojalá vuelva pronto el fútbol. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En este momento queremos dar la bienvenida al señor Rafael Fernández, 
también de la Asociación Uruguaya de Fútbol. 


SEÑOR AGAZZI.- Quiero hacer una pequeña intervención inicial luego de agradecer a nuestros 
invitados que estén aquí, con nosotros. Seguramente nunca imaginaron que un día iban a terminar 
aquí, pues todos son dirigentes voluntarios de un deporte y siempre han enfocado las cosas para 
defender a los clubes o a una actividad en función del bienestar de la población, porque el fútbol es 
cultura. Sin embargo, se tienen que topar con esta realidad que les hace enfrentar cosas que ni 
imaginaron que iban a tener que encarar, pero así es la vida. En eso estamos igual porque quisiéramos 
que el fútbol fuera el disfrute que era antes y no tener que estar discutiendo lo que estamos discutiendo 
aquí. 


En realidad, pienso que está bien lo del espectáculo público y el espectáculo privado, la 
identificación de quienes ocasionan problemas y toda la tecnología al servicio de eso, pero mi enfoque 
apunta a otro asunto sobre el que quiero preguntar porque, en realidad, también la dirigencia del 
deporte, en cierto sentido, está siendo víctima de actores que se organizan para otros fines y que están 
mezclados con la gente que está interesada en el deporte. Siento que entre la gente que se organiza 
para otros fines y la que pacíficamente quiere disfrutar del deporte, quienes organizan el deporte en 
una forma privada —que no es para lucro personal sino para bien de la sociedad- quedan como 
apretados en esa situación. 


Entonces, mi pregunta es cómo se ve, desde los clubes, el tratamiento de este tema. 
Quisiera saber cuál es la estrategia que se les puede ocurrir porque, en realidad, esto es un gran 
problema para ustedes. ¿Quiénes son esos otros que se organizan? A algunos de ellos los clubes los 
conocen, porque cada institución sabe quiénes son su hinchada y quiénes se mueven, pero tienen 
identificados a algunos y a otros no. ¿Cuáles son los métodos que se pueden aplicar para dialogar con 
la masa social que se pone detrás del club? Inclusive, quisiera saber cuáles son los límites que tienen 
nuestros invitados para esto, porque algunas cosas pueden hacer y otras no. 


Entonces, mi pregunta va en el sentido de qué perspectiva ven en relación a lo que los clubes 
pueden hacer, y esto puede incluir aspectos legislativos y organizativos o un plan de trabajo. Mi 
consulta no apunta tanto al delincuente individual sino a cómo se mueve el fenómeno y a qué es lo que 
los clubes pueden o no, porque tenemos que ver el conjunto de esto y diseñar una estrategia. 


Esta comisión especial apunta a construir herramientas y a superar los problemas de 
inseguridad. Quizás el deporte sea una buena oportunidad para elaborar estrategias que superen la 
inseguridad pero, ¿cuál es el plan de trabajo para llegar a eso? Y, por favor, que el deporte no sirva 
para que se metan adentro delincuentes que, disfrazados en las hinchadas, vienen a buscar otros fines 
y, al final, revientan toda la ciudad y arrasan los barrios en los que van a jugar. Entonces, en vez de 
salir los clubes a jugar en los barrios —sobre todo los que tienen más hinchada— habría que encerrarlos 
en una burbuja para que no vayan, porque cada vez que lo hacen es un lío. 


Mi pregunta va en el sentido de cómo piensan nuestros invitados que debería manejarse esto 
en el mediano plazo. 


Nada más, señor presidente. 


SEÑOR GARCÍA.- Al principio dijeron que nunca se hubieran imaginado estar aquí, y la respuesta es 
que están aquí porque es un espectáculo público; es por eso que están aquí hoy. 


SEÑOR ALONSO.- Soy Ignacio Alonso, economista del Consejo Ejecutivo de la Asociación Uruguaya 
de Fútbol; me acompañan la contadora Franco -secretaria general ejecutiva— y el 
vicepresidente de la asociación, Rafael Fernández. 


Me gustaría dar un puntapié inicial genérico, basándome en las intervenciones de los 
senadores Bordaberry y Agazzi. 


A pesar de estar en la casa de la ley, nuestra especialidad no es el derecho. Entendemos que 
la temática es, fundamentalmente, la legislación, y los señores senadores están interesados en 
conocer lo que sucede y cómo lo percibimos desde adentro, para ver de qué manera poder intervenir y 


ayudar. En ese sentido, destaco desde el inicio el concurso y el apoyo que hemos recibido de parte de 
la Comisión Especial de Deporte de la Cámara de Representantes, a la que hemos estado 
concurriendo desde hace bastante tiempo. Sus integrantes están muy interesados y vienen siguiendo 
desde hace muchísimo tiempo el tema de la violencia en el deporte; es más, son testigos  —eso 
consta en las versiones taquigráficas de la comisión— de cuáles han sido nuestras posiciones en los 
muchos años que venimos compareciendo ante la comisión. 


El señor senador Bordaberry manejó una serie de inquietudes de carácter práctico, entre 
ellas, la cuestión de la cobertura legal en aspectos prácticos que vivimos como organizadores de los 
espectáculos, como operadores directos. En la mayoría de los casos es un espectáculo de cercanía; 
somos agentes de cercanía en los clubes, en gran parte de ellos, salvo en Nacional y en Peñarol que, 
por supuesto, son equipos de masas mucho más importantes que las que representan la mayor parte 
de las instituciones. Y, como agentes de cercanía, conocemos muy bien el terreno y venimos con una 
exposición al tema muy intensa. Entonces, tenemos claro una cantidad de aspectos que hoy día no 
están cubiertos por la legislación y que, a nuestro entender, deben estarlo. En ese sentido venimos 
trabajando con la Comisión Especial de Deporte desde la Asociación Uruguaya de Fútbol. Citamos a 
un equipo de trabajo que también está conformado por integrantes de esa comisión parlamentaria. 
Como dije, venimos trabajando muy bien, y a las dos reuniones que ya se han celebrado en la 
asociación han concurrido los diputados Gallo, Nifuri, Rapela y Mario García. Todos ellos saben 
claramente cuáles son nuestras posiciones y también tienen muchas inquietudes que están 
comprendidas dentro de las que manifestó el señor senador Bordaberry. 


Hay un tema al que quiero referirme, expresando la posición de la asociación. Se trata del 
carácter o de la naturaleza del espectáculo. A nuestro entender, la discusión acerca de si este es un 
espectáculo público o privado es novedosísima, ya que durante más de cien años se lo consideró un 
espectáculo público, y por eso nos rigen las disposiciones municipales. Recibimos inspecciones del 
sector Espectáculos Públicos en forma permanente y estamos sometidos a lo que expresan las 
disposiciones emanadas de allí. 


Es más, muchas veces somos multados por no cumplir determinadas disposiciones de 
Espectáculos Públicos. Hasta hace muy poco tiempo no existía la discusión acerca de la naturaleza del 
espectáculo, pero más allá de eso, nuestra posición siempre ha sido la de defender el concepto de que 
es un espectáculo público, obviamente, organizado por un privado, pero es un espectáculo público al 
fin. Además, en el caso del fútbol tiene una connotación social realmente impactante que ha llevado — 
según creo— a que nunca se haya dado esta discusión, salvo en los últimos años. De todas maneras, 
nosotros nunca hemos hecho carne sobre esa diferencia con las autoridades del Ministerio del Interior 
y siempre hemos tomado el camino de la coordinación. Para nosotros la coordinación entre todas las 
partes siempre ha sido la norma para trabajar en materia de seguridad. Más allá de estos 
posicionamientos puntuales que han existido en los últimos tiempos, podemos decir que tenemos una 
ruta de trabajo muy sólida con las autoridades del ministerio en muchos temas. Si bien tenemos 
posiciones que a veces son discordantes, tenemos un trabajo común muy intenso, que también ha 
tenido muy buenos resultados. Vamos a dimensionar un poco el tema. 


Nosotros en la Asociación Uruguaya de Fútbol organizamos más de quinientos partidos por 
año; tenemos partidos especiales —una muestra de alrededor del 12 % o 15 % de este universo—; no 
hemos tenido grandes problemas en los últimos tiempos; hemos aprendido mucho y hemos ido 
generando instancias de coordinación interna, a nivel del fútbol, que han dado muy buenos resultados. 
Creo que a veces se magnifica un poco lo que sucede en este ámbito, pero si nosotros lo observamos 
en relación a lo que ha sido la escalada de violencia, de intolerancia y de falta de convivencia dentro de 
la sociedad, nos encontramos que la relación es muy favorable hacia el fútbol. Han existido una 
cantidad de hitos de violencia en la historia. Este no es un tema nuevo. Violencia hay desde la década 
de 1910; hay registros de partidos violentos desde la década de 1910, de cacheos de armas de fuego, 
de heridos de arma blanca, de fallecidos —lamentablemente— desde la década de 1950 hasta el año 
2006, y todos esos elementos que se han dado en la historia han sido recogidos, primero que nada, 
por los dirigentes del fútbol. 


Es así que nos hemos ido dando una cantidad de instancias jurisdiccionales dentro de nuestro 
ámbito del fútbol donde se castigan, se buscan y se persiguen objetivos de prevención de los actos de 
violencia. Eso luego pasó, en un cambio de estrategia, a lo que significa el trabajo de los cuerpos de 


seguridad de los equipos. Se fue dando en los últimos años la creación de varios cuerpos de seguridad 
en los equipos, que han venido trabajando de forma exitosa. Y en los últimos dos años hemos 
intensificado el trabajo desde el fútbol. Es por eso que a veces, cuando escuchamos decir por ahí que 
el fútbol no ha hecho nada por este tema, ello nos genera cierta rabia, porque solamente nosotros 
sabemos las horas que le dedicamos a este tema. En la asociación hace dos años y medio que 
estamos en el consejo ejecutivo y tenemos dos temas que, lamentablemente, nos distraen de los 
importantes. En estos últimos años estuvimos poniéndole énfasis al tema de la prevención de la 
violencia y en buscar solucionar las vicisitudes económicas que estamos sufriendo por los 
incumplimientos de los contratos de televisión. Lamentablemente, reitero, terminamos mirando o 
tirando para el costado, por estos dos temas —uno de ellos es justamente el de la violencia—, otros que 
son realmente importantes, 


Respondiendo la inquietud del doctor Bordaberry, cabe señalar que tenemos en el fútbol 
sobre este tema una agenda de corto plazo, una de mediano plazo y una de largo plazo. Tenemos 
visión. Desde los últimos dos años hemos realizado un montón de acciones internas para prevenir 
hechos de violencia: creamos una nueva comisión de seguridad, tenemos todos los partidos cubiertos 
con veedores de seguridad y se hacen informes; justamente, votamos hace dos semanas un marco 
reglamentario que eleva la jerarquía jurídica de la comisión de seguridad, llevando a valor prueba los 
informes de la misma hacia los tribunales de penas; endurecimos las penas en el año 2014, con lo que 
eso significa para las instituciones. Aquí ha habido equipos que han perdido puntos desde hace dos 
años, han perdido localías, han tenido que jugar sin público local, han perdido dinero, han sido 
multados económicamente, lo que ha intensificado aún más el interés de los dirigentes y de los 
cuerpos de seguridad de los equipos para mejorar esta situación. Esto último lo digo respondiendo a la 
inquietud del señor senador Agazzi. 


En los últimos tiempos, hemos firmado dos acuerdos con el Ministerio del Interior y con la 
Secretaría de Deportes. Además, de los dieciocho puntos, hemos liquidado el 90% y simplemente nos 
ha quedado lo relativo a la compra de las famosas cámaras de reconocimiento facial. Nosotros le 
dimos importancia a este tema y nos comprometimos a comprar este sistema, aunque el compromiso 
viene del ejecutivo anterior, luego de un acuerdo entre el ex presidente Mujica, el ex presidente Bauzá 
y los presidentes de las instituciones grandes. Nosotros lo tomamos, pero lo que sucede es que la 
asociación ha sufrido un terremoto desde el punto de vista económico. Es de público conocimiento que 
nuestra asociación ha tenido que enfrentar esta situación, derivada de los incumplimientos de la 
empresa Full Play, a raíz de las consecuencias del Fifa Gate. 


Luego de cumplir todas las etapas referidas al análisis de las propuestas —el Ministerio del 
Interior, la Secretaría de Deporte y la Intendencia de Montevideo también participaron en el 
seguimiento—, que recibimos a fines de setiembre del año 2015, podemos decir que estamos en otra 
situación económica. Lo cierto es que recibimos una propuesta que desde el punto de vista económico 
es absolutamente imposible de abordar por parte de nuestra asociación, sobre todo teniendo en cuenta 
que el Estadio Centenario hoy va en camino de ser más un museo que una cancha de fútbol. Decimos 
esto porque hace diez años, en ese estadio se vendían más de 700.000 entradas, pero ahora algunos 
partidos se juegan en el Parque Central y en otros escenarios deportivos por lo que apenas estamos 
llegando a unas 200.000 entradas. Por lo tanto, es muy difícil repagar la inversión que demanda la 
propuesta que quedó ordenada en primer lugar desde el punto de vista técnico, con el fruto de esas 
tasas. 


En consecuencia, en este momento, a partir de la apertura a un montón de propuestas nuevas 
que han surgido y que abaten de forma sensible los costos, estamos en condiciones de confirmar la 
compra. Así lo hemos manifestado al señor subsecretario en la reunión que tuvimos en el día de ayer y 
vamos en camino a cumplir el último de los puntos que teníamos pendiente. 


Pido disculpas por lo extenso de mi intervención pero quería dejar claro cuáles son los puntos 
sobre los que se apoya el trabajo de la asociación y de las instituciones que la componen en materia 
de seguridad. En cuanto a los aspectos legales, preferiría que los doctores Durán y Sanguinetti hicieran 
referencia a ellos porque tienen mayor autoridad desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR DURÁN.- Estoy aquí como prosecretario del Club Nacional de Football e integrante de la 
Comisión de Seguridad. Antes que nada, quiero agradecer a la comisión por habernos recibido y por 
trasmitirnmos una preocupación que es común a todos los que integramos esta sociedad ya que, en 
definitiva, creo que no es grato ver lo que hoy está sucediendo con uno de los espectáculos que hacen 
más a la cultura y la idiosincrasia de todos nosotros como es el fútbol. 


El estatuto del Club Nacional de Football establece que su objetivo principal es la contienda 
deportiva y desde hace años el aspecto de la seguridad se ha transformado en una actividad 
neurálgica de nuestra institución. Para que tengan una idea, en la actualidad tenemos cincuenta 
personas en relación de dependencia, alistados ante el Banco de Previsión Social, con cursos ante la 
ex Renaemse. Quiero aclarar que estos cursos no están focalizados en especialización por actividad; 
son genéricos, con una carga horaria muy elemental y sobre consideraciones o elementos generales 
en materia de seguridad. Reitero que no ofrece una especialización propia para la actividad que tendrá 
que desarrollar el guardia de seguridad en el enorme abanico de sectores donde presta servicios. 
Debido a la experiencia que tienen, sobre todo las personas especializadas en materia de seguridad 
nacional, se les ha ido dando a los guardias una capacitación propia, intentando compensar la 
ausencia de un marco normativo. Esta ausencia también incide en el desempeño de un guardia que 
trabaja en una empresa o en una industria, porque no existe un marco que regule sus competencias. 
Más temprano hablábamos del cacheo y lo cierto es que existe el mismo vacío legal, tanto para las 
empresas como para el fútbol, en cuanto a saber si el guardia de seguridad puede o no cachear, por 
ejemplo, al trabajador cuando se retira, para saber si se lleva algún elemento de la empresa. En 
definitiva, esta es una de las actividades que todos sabemos que, por la vía de los hechos, realizan los 
guardias privados de seguridad. 


Por lo tanto, como primera reflexión, entiendo que no solo para el fútbol sino también para las 
actividades de servicios de empresas de vigilancia, en cualquier ámbito, debería existir una norma que 
regulara el ámbito de competencia del guardia de seguridad privado. Hoy esto no existe y, en definitiva, 
esas competencias se cumplen de acuerdo con la realidad de la empresa, con lo que surja de los 
reglamentos internos o con la mayor o menor virulencia que tenga, por ejemplo, la organización 
sindical que haya en la empresa para determinar dónde están los límites de los derechos de ese 
guardia de seguridad y los de la protección del derecho a la intimidad, del derecho a la personalidad y 
a que no haya una agresión física en el marco de lo que puede ser un cacheo. En definitiva, si esto no 
está regulado en los ámbitos de trabajo, mucho menos lo estará para la actividad del fútbol. 


Por ejemplo, en el Club Nacional de Football, nuestros guardias tienen total y 
permanentemente prohibido cachear y tocar a un espectador que acude a un espectáculo público; ¡por 
algo compra su entrada —ya adelanto mi opinión— para asistir! En los espectáculos que organiza el Club 
Nacional de Football, quien hace los cacheos siempre ha sido la guardia policial, que obviamente está 
en los ingresos controlando la seguridad pública. Tal como me acotan, a raíz de estos últimos cambios 
se ha modificado lo que era la concepción tradicional de la Policía, que estaba dentro del espectáculo 
público y en los molinetes de ingreso para controlar, por ejemplo, que dentro de los bombos no viniera 
un arma o que las banderas tuvieran la medida que la comisión de seguridad plurisubjetiva determina 
antes de cada espectáculo; hasta ahora esto siempre lo había hecho la Policía. 


Como decía, la primera reflexión es que se necesita una ley general que regule el ámbito de 
acción de la guardia privada. Indudablemente, esta guardia puede complementar el trabajo, puede 
tener una actividad de prevención y de disuasión, pero jamás una guardia privada —ya sea de Nacional 
o de cualquier empresa privada— podrá intervenir cuando haya un episodio que tenga el perfil de un 
ilícito o de un acto de violencia. Todos sabemos que no pueden portar armas —mucho menos en un 
espectáculo deportivo—; por ejemplo, en el caso de que un guardia privado de Nacional tenga un 
conato de violencia física con un espectador y lo lesione, quien deberá asumir la responsabilidad por el 
hecho será el Club Nacional de Football. Además, ante la carencia de un marco normativo, nuestros 
guardias tienen expresas instrucciones de no tener ningún contacto físico con ningún espectador, 
porque las responsabilidades civiles pasarían a ser muy importantes. 


En el día de ayer tuvimos la suerte de poder escuchar a los visitantes extranjeros —incluso 
tengo entendido que también los recibieron en el Parlamento—; me refiero al responsable de la 
actividad de la policía pública de la liga española y a su abogado. Ellos nos explicaron claramente que 
existe una complementación de servicios entre la guardia privada y la Policía, que es quien en 


definitiva tiene la competencia indelegable, privativa y propia de la seguridad de todos los ciudadanos 
del país; es algo que no se puede ceder. Por ejemplo, en el cumpleaños de 15 de mi hija yo puedo 
tener una guardia privada para controlar quién ingresa, pero si hay un evento pugilístico adentro, hay 
alguien con un arma o se produce un ilícito, esa guardia no puede actuar por sí, sino que debo llamar a 
la policía. 


Creemos que es impensable un espectáculo de estos, donde la prevención es básica, en el 
que no esté la presencia de la Policía en un marco de coordinación, estableciendo claramente el 
ámbito de competencia de la guardia privada y hasta dónde puede ir. Creo que juntos tenemos mucho 
para trabajar a fin de que surja una ley que debe ser clarísima tanto para el fútbol como para todos los 
trabajadores de la guardia privada. 


Digo esto a modo de reflexión y porque me tomé el atrevimiento de responder a una de las 
preguntas con mi humilde opinión. 


Por otra parte, creemos que en todos estos ejemplos del mundo, en los que se ha trabajado 
mucho para lograr un cambio cultural, precisamente ese cambio se produjo porque tienen leyes 
específicas que actúan como un traje a medida para el fútbol, que se adecuan a esa actividad y que, 
además, son muy coercitivas. Para concretar ese cambio también es necesario un poder judicial que 
esté pronto para actuar frente a ese tipo de episodios. Generalmente, en el mundo hay un policía del 
espectáculo que es el responsable de lo que allí pase y que lleva adelante una coordinación con el jefe 
privado del organizador; en definitiva, ese policía pone en acción el servicio público de la forma 
correcta. Asimismo, debe haber un responsable por cada estadio y por cada institución para que 
conozca todas las realidades. Pero lo que no puede pasar es que en todos los partidos se cambie el 
interlocutor de la Policía o del Ministerio del Interior, porque de esa forma siempre estamos partiendo 
de cero. Me parece fundamental el conocimiento de las distintas realidades, de las personas y de los 
protocolos internos de cada club con un referente o dos, que sean siempre los mismos por cada 
estadio, a los efectos de que exista continuidad en el proceso de mejora. Lamentablemente, con 
Wilson Miraballes —que es quien siempre está presente en la preparación de los partidos— hemos visto 
que cambian permanentemente los interlocutores públicos y siempre se está partiendo de un punto que 
se encuentra más atrás de lo debido. 


Por lo tanto, creemos que entre los marcos a regular está el vinculado con el referente público 
y la coordinación que debe llevar a cabo con el referente privado del organizador. Este es un elemento 
muy importante en esta materia. 


Indudablemente, como directivo me preocupa mucho mi responsabilidad en estos episodios 
de violencia, y no solo desde el punto de vista de la responsabilidad penal empresarial. Justamente, 
ahora Nacional es una «empresa de vigilancia» y, por lo tanto, está exponiendo a un trabajador a un 
riesgo potencial de vida o de salud. En este momento, cualquier guardia de seguridad que trabaja en 
un espectáculo deportivo tiene un riesgo latente; se puede decir que existe un elemento de peligro casi 
exigible, lo que como directivo de Nacional me preocupa y mucho. Asimismo, tengo una gran 
preocupación por el hecho de que no existe una norma clara que regule estos aspectos, al igual que 
otros que están vinculados, lo que determina que actuemos con temor. 


Ese temor, además, como decía el señor senador, alcanza lo relativo al derecho de admisión. 
Es posible que se conozcan las internas de cada club, pero también conocemos las presiones que 
muchas veces recibimos los directivos. En lo personal, creo que el derecho de admisión tiene que 
formar parte de una complementación público privada. Me parece que dejar el derecho de admisión 
exclusivamente en manos del club que organiza el espectáculo simplemente va a resultar en una 
norma de papel que en la práctica va a ser muy difícil de concretar. El organizador debe actuar de 
buena fe y dar la información que corresponda; si da entradas, debe decirlo y no por la negativa, sino 
por la positiva. Debe aclarar a quiénes se entregaron esas entradas, dónde se van a sentar esas 
personas, a fin de que puedan ser identificadas. Y si se van a traer 30 ómnibus del interior, se debe 
aportar toda la información correspondiente, para que el operativo se organice en función de ese 
contingente. Sin dudas, debemos sincerarnos en esta materia, de modo que pueda establecerse un 
marco de referencia claro que, lamentablemente, hoy no tenemos en cuanto a nuestra responsabilidad 
como directivos. 


Por otro lado, creo que este tema debería abordarse en forma integral por parte de todos los 
actores de un espectáculo deportivo. 


SEÑOR MIRABALLES.- Creo que Pablo Durán ha dado un pantallazo bastante amplio de la realidad 
que vivimos. De todos modos, como en lo personal me toca estar en el campo permanentemente, 
puedo ser más específico con respecto a la situación que enfrentamos en este momento. 


Si hablamos puntualmente de la interacción con el Ministerio del Interior, quiero señalar que 
hace seis años que estoy a cargo de la seguridad de Nacional y seis años que vengo pidiéndole al 
ministerio que las personas que ellos dispongan para los operativos sean acotadas y que más o menos 
se conozcan. Digo esto porque, si no es así, cada partido que uno va resulta ser algo tedioso. A veces 
van jefes de operativos que la tienen muy clara, pero en otras ocasiones mandan a alguien que trabaja 
en una comisaría, a un funcionario que no tiene calle. Lo ponen a cargo de un partido de fútbol al que 
concurren veinte mil personas y el hombre no tiene idea porque no está acostumbrado a un partido de 
fútbol, no está acostumbrado a lo que pasa en una puerta ni a cómo se trabaja en el Parque Central, 
por ejemplo. No tiene ni idea de lo que es fútbol. 


A mí me ha pasado de estar reunido en el ministerio del Interior les cuento esta experiencia 
para que sepan el grado de desconocimiento total de algunas personas de ese ministerio— donde había 
un jefe del Estado Mayor del Ministerio del Interior que era quien hacía las reuniones para los clásicos 
y no sabía lo que era la Ámsterdam. Él me decía que no sabía nada de fútbol. Es un hombre que se 
retiró hace muy poco y que tenía un grado muy importante en la Policía. Él no tenía idea de las cosas 
básicas. Sin embargo, era el que coordinaba las reuniones para hacer los operativos de fútbol. Por 
tanto, creo ya partimos mal. 


Yo he viajado, he ido a mundiales de fútbol, he ido con Nacional a muchos lugares y en todos 
los sitios a los que voy siempre hay una policía especializada. Y creo que es allí donde tenemos que 
hincar un poco el diente. Pienso que tiene que haber un sector de la Policía especializado en el tema 
fútbol, que sean varias personas especializadas en este asunto, que conozcan a la gente, a los 
problemáticos, que sean ellos los encargados de eso y no Inteligencia por un lado, otros por otro. Es 
decir que sea una parte especializada de la Policía la que reúna a todos los expertos y que sean ellos 
los que después brinden la información al sistema de reconocimiento facial, que sean ellos los que 
digan quiénes son violentos, quiénes tuvieron sanciones en el Tribunal de Faltas, quiénes no pueden 
entrar y quiénes están requeridos por actos violentos. Digo esto porque el ministerio va a utilizar las 
cámaras de reconocimiento facial para buscar personas que ya están requeridas por haber cometido 
otros delitos. Y van a utilizar tanto nuestros estadios como el Estadio Centenario como lugar para 
buscarlas. Ellos también nos dieron a entender eso. Estamos de acuerdo en que el sistema que 
nosotros vamos a pagar lo va a utilizar el Ministerio del Interior, y ellos son los que van a utilizar la base 
de datos. Ya nos quedó claro. Son ellos los que van a manejarla y, aparentemente, nosotros no vamos 
a saber quiénes son las personas que integran esa lista negra porque esa información va a manejarla 
exclusivamente el Ministerio del Interior. En definitiva, nosotros les vamos a dar la tecnología, vamos a 
pagarla, pero el Ministerio del Interior no solo va a utilizarla para sacar a los violentos del fútbol, sino 
también para hacer su trabajo de seguridad. Eso nos queda claro por las charlas que hemos tenido con 
los representantes del ministerio. 


Más allá de todo ese tema, como dice Pablo Durán, creo que lo importante es que hoy 
tenemos una seguridad muy limitada, que no hace más que prevenir, dialogar con las personas 
violentas e invitarlas a retirarse. No puede hacer más que eso porque si alguien se desacata el guardia 
de seguridad no puede reducirlo porque, como dice Pablo Durán, lo reduce y la persona se lastima, lo 
machuca o lo que sea, él sale, va al médico forense, va a una comisaría, hace una denuncia y, como le 
sucede muchas veces a un guardia de seguridad de un boliche bailable, este termina siendo procesado 
con o sin prisión según la lesión. ¿Por qué sucede eso? Porque, lamentablemente, a veces en un 
boliche sacan a alguien que no tiene nada que ver, esa persona va y hace la denuncia. 


En el fútbol, hoy por hoy, si no hay una reglamentación diferente, es como si fuera un boliche 
bailable. Entonces, está claro que a nuestros guardias de seguridad no les permitimos que hagan más 
que prevención y diálogo. Eso es fundamental. Vamos hasta ahí. Por eso, además de las cámaras de 
reconocimiento facial, falta que haya una legislación que ayude para que sepamos lo que tenemos que 


hacer con nuestra guardia de seguridad; de lo contrario, no podemos hacer el trabajo. Y, actualmente, 
eso nos está pasando. 


A su vez, es fundamental que haya policías dentro del estadio. Nosotros jugamos el partido 
contra Boca Juniors sin policías dentro del Parque Central. ¿Qué habría pasado si la hinchada de Boca 
hubiera roto todas las prevenciones que habíamos puesto dentro de la tribuna? Según me dijeron, la 
Policía no hubiera entrado y el partido se habría suspendido. Es una situación difícil. 


Hoy por hoy, Peñarol tiene que jugar la Copa Sudamericana sin policías dentro de la cancha. 
Si le toca un rival importante, ¿quién le va a dar la seguridad? Actualmente no hay seguridad. 


Por eso es tan importante que haya una presencia policial, quizás no como antes pero sí en 
menor medida y en lugares específicos. Sin policías adentro no se puede jugar. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Seré breve porque compartimos los razonamientos hechos en las 
alocuciones anteriores y los estados de situación. 


Me gustaría agregar que es bueno entrar en la discusión de fondo sobre si es un espectáculo 
público o de organización privada y bajo el régimen privado, pero me gusta razonar por la inversa. 
Cuando nos pusimos a trabajar en la Comisión de Seguridad del Club Atlético Peñarol, dijimos: 
«Bueno, si tomamos el criterio del Ministerio del Interior de que es un espectáculo de organización 
privada, qué necesitamos para poder cumplir con la tarea, que es que el espectáculo transcurra con 
normalidad, que la gente pueda acceder, participar y retirarse sin problemas». Allí detectamos 
carencias legales y reglamentarias, inadecuaciones de la legislación vigente y básicamente un modelo 
que pudiera adaptarse al objetivo que se estaba buscando. Creo que gran parte del diferendo que tuvo 
la Asociación Uruguaya de Fútbol y, particular y lamentablemente, el Club Atlético Peñarol con los 
discursos de las autoridades, fue que una discusión que nunca debió haber salido de los grises se 
transformó en una discusión de blancos y de negros. 


Entonces, me parece muy importante determinar los lugares en los que falta legislación, en 
los que la legislación es inadecuada y en los lugares en donde hay que cambiar el modelo y el formato 
para que el espectáculo pueda llevarse a cabo si es de organización y de índole privadas. En ese 
aspecto, no voy a entrar en temas que ya mencionó el doctor Durán sobre la seguridad privada y la 
falta de estatutos. Se dijo que la seguridad privada tiene un marco jurídico pero que es inadecuado 
porque no prevé en ningún lugar lo más importante que tiene un espectáculo deportivo, que es el 
fenómeno de masas. Si hay algo —ingresando en la discusión de fondo- que convierte el espectáculo 
deportivo en un espectáculo público es que se trata de un evento de masas y que la cantidad de gente 
lo condiciona de tal manera que le hace cambiar la naturaleza. Entonces, allí el tema de la seguridad 
privada tiene un estatuto carente de adecuación. 


Creemos también —por lo menos en mi opinión jurídica— que es algo que se puede resolver 
por decreto reglamentario. ¿Por qué? Porque ya existe, dentro del Ministerio del Interior, una autoridad 
que se encarga de la fiscalización de las empresas de seguridad, porque hay estatutos dentro de esa 
legislación que distingue diferentes eventos en materia de seguridad privada y agregar uno más no 
sería muy complejo y porque habría que tomar como propia gran parte de las especificidades —como 
decía Wilson Miraballes hace un rato— que tiene el control de un espectáculo deportivo. Digo eso como 
materia reglamentaria. 


En cuanto a la materia legal, podemos citar al derecho de admisión, sobre todo porque por 
ahora es una gran aguaviva que no tiene definición jurídica, que traslada la responsabilidad al 
organizador pero que de alguna manera afecta derechos. Cómo y hasta dónde, lo tendrá que decidir la 
legislación y, eventualmente, su materia reglamentaria. 


Creo que es muy importante atender el derecho de admisión en este tipo de espectáculos 
públicos o privados de índole pública. Desde el punto de vista práctico es absolutamente imposible 
trasladar el problema de la admisión a la puerta de los escenarios porque estaríamos generando con 


ello circunstancias de violencia muy particulares que podrían causar un efecto mucho peor que lo que 
quieren solucionar. 


Por eso creemos que el derecho de admisión debería ser preventivo, con un trabajo de 
inteligencia y de prueba detrás. Por esa razón, este tema está directamente vinculado con las cámaras 
de identificación facial que, para nosotros, son un instrumento fundamental que está en el comienzo 
de la solución de este problema. Siempre lo pensamos así y lo seguimos considerando hoy. 


En el caso del club Peñarol, estábamos dentro de la licitación que la AUF acaba de declarar 
desierta. En ese sentido, hace más de un año que comenzamos a trabajar en un sistema alternativo 
que ahora tendremos que volver a conciliar. Es muy importante decir que el club ya tomó la decisión — 
el martes de la semana pasada-— de adquirir estos materiales. Obviamente, el tema económico es muy 
importante y no podemos acceder a cualquier alternativa. De todos modos, estamos en condiciones de 
optar por alternativas que ya han demostrado que funcionan, como hemos visto en algunas pruebas de 
las que hemos participado. 


Hay que seguir haciendo adecuaciones a nivel del Poder Judicial. Habría que generar una 
instancia que creo sería bueno sacarla del derecho penal tradicional o de la justicia penal y llevarla a 
una justicia de faltas o a una comisión administrativa-como hay en España- que sancione. Todo ello 
daría velocidad al proceso, además de la prueba rápida que dan las cámaras de seguridad. 


El fútbol no puede resolver el contexto de violencia que se vive en una sociedad; en las 
canchas no vamos a resolver el problema de fondo. Lo único que podemos hacer es quitarlo de ese 
lugar. La solución de este problema está alojada en otros lugares de la actividad social del país. 
Entonces, lo que tenemos que hacer es abocarnos a quitar la violencia del escenario deportivo y por 
eso es muy importante quitarle la gravedad a la sanción penal cuando no hay delito pero sí crear un 
derecho sancionatorio que sea eficiente y, sobre todo, que se encargue de alejar a la persona, 
dejándola en la casa o, a través de instrumentos electrónicos, en un lugar donde se pueda identificar. 
En el caso de Inglaterra, cuando había excesos importantes, los hacían ir a las comisarías. 


Quiere decir que hay que generar una legislación apropiada para resolver el problema 
particular. No podemos pensar este problema desde el punto de vista de que estamos encarando un 
tema general de derecho penal. Creo que hay que desdramatizarlo. Lo importante es que la persona 
no vaya o esté disuadida de no ir al espectáculo. 


Respecto a la responsabilidad empresarial, fue analizada por Pablo Durán. 


En cuanto a la responsabilidad de los dirigentes, también necesitamos un marco jurídico de 
protección para desarrollar nuestra actividad. Los clubes pueden tener responsabilidad ilimitada en lo 
que es civil y eventualmente penal. Y sabiendo que este es un problema de tal magnitud y que tiene 
cortes transversales, hay margen para que los dirigentes puedan trabajar con un poco más de 
tranquilidad. 


Quiero agregar un elemento que no es menor. En el tema de la violencia no solo están 
involucrados los espectadores y los clubes, sino también otros gremios, entre ellos, el personal de 
recaudación de la Asociación Uruguaya de Fútbol, los árbitros y los periodistas. Todos esos gremios 
tienen decisiones particulares que afectan el fútbol. Por ejemplo, los árbitros están autorizados a parar 
un partido si hay eventos de violencia. Por lo tanto, creo que no es menor tener en cuenta también la 
opinión de estos actores. 


Sin ánimo de repetir lo que ya se dijo, me gustaría hacer una breve descripción de cómo 
Peñarol tiene organizado su esquema de seguridad. Hubo algunas versiones de prensa que daban a 
entender que el club estaba moroso en ese tema y para mí, que soy presidente de la comisión de 
seguridad, es muy importante aclarar cuál es el formato que utiliza Peñarol. Como dijeron los 
compañeros de Nacional, allí tienen una empresa de seguridad propia, la cual está inscripta en el 
Renaemese. Este es el único club que tiene la estructura armada de esa manera. 


Peñarol tiene un trabajo mucho más reciente en ese aspecto. Nos pareció que hasta que el 
tema tuviera una solución legislativa adecuada, era razonable plantearles a los dirigentes del club la 
necesidad de tercerizar la responsabilidad. La Asociación Uruguaya de Fútbol, por ejemplo, utiliza el 
mismo sistema de Peñarol, es decir, contrata empresas debidamente acreditadas en Renaemse, con 
guardias registrados, que nos proveen de ese instrumento de seguridad Sí tenemos un cuerpo técnico 
con un coordinador y un asesor académico-— dependiente del club, que se encarga con la empresa de 
coordinar los operativos de seguridad particulares. 


Y los comentarios que formuló el senador Agazzi me llevan a agregar lo siguiente. Cuando 
entré en Peñarol, en el año 1990, el club no tenía ni diez pesos destinados a seguridad. Hoy, año 2016, 
si tomamos en cuenta lo que es la seguridad del resto de las instalaciones y los operativos del fútbol, 
estamos superando el millón de dólares. Creemos que esta cifra puede bajar sustancialmente si el 
sistema de cámaras, con un buen derecho de admisión y complementado con un poder sancionatorio 
adecuado, funciona correctamente. La identificación va a lograr disuadir a muchos violentos, no solo de 
ir, sino también de generarse una prueba en contra que los aleje de las canchas. 


Lo que sí es evidente es que toda esta discusión nos tomó en el medio de una transición y 
nos quitó el instrumento de represión en momentos en que no teníamos elementos adecuados para 
poder enfrentar lo que es un partido de fútbol de un club grande, con la masividad que tiene y con las 
características que posee su hinchada. Incluso, tuvimos que suspender un clásico porque no nos 
sentíamos, ni unos ni otros, preparados para poder enfrentar ese desafío sin el instrumento de 
represión a la vista. 


Creo que hemos planteado todos los puntos para que el Poder Legislativo y el Poder 
Ejecutivo pueden trabajar, con nuestra expertise, en el sentido de los casos prácticos, porque 
considero que la legislación tiene que estar extremadamente adecuada a solucionar los problemas 
prácticos. Las definiciones vienen a partir de allí y crean el marco, pero para los problemas prácticos 
con los que tenemos que convivir todos los fines de semana necesitamos que el Poder Legislativo, el 
Poder Judicial y el Poder Ejecutivo logren darnos un marco de referencia que nos permita encauzar 
esta actividad. 


SEÑOR DURÁN.- Me parece importante que el Cuerpo sepa en qué está Nacional con respecto a las 
cámaras, que ha sido el centro neurálgico para viabilizar el comienzo del fútbol, como si fuera un 
elemento clave en el tema de la seguridad. 


Lo primero que queremos plantear es que hoy Nacional tiene en su Gran Parque Central 
cincuenta cámaras y un centro de control y monitoreo de todos los partidos. Hemos ido avanzando en 
la tecnología de que disponemos, que no es de identificación facial, pero tenemos cámaras que son en 
tecnología análoga y HD. Esto nos ha permitido detectar, en alguna oportunidad —por suerte cada vez 
menos-, episodios de violencia y tomar acciones, como sucedió con aquel hincha que en un partido de 
la Libertadores tiró una serpentina a un línea y fue detectado y expulsado de los registros sociales de 
Nacional. 


Hoy tenemos una tecnología y un proyecto de obra en curso que dentro de su 
presupuestación tiene varios millones destinados a las cámaras de identificación facial. La obra civil 
tiene previsto un trabajo junto con la comisión de seguridad para determinar, de acuerdo con lo que nos 
ha asesorado la Policía, dónde tiene que estar el centro de cómputos y dónde las cámaras, así como 
también qué tipo de molinetes debe haber para que tengan la altura suficiente y no puedan ser 
saltados ni una avalancha superar ese elemento de contención. O sea que en la obra estamos 
previendo, como un capítulo muy importante, todo el tema de la seguridad. 


Hemos pedido una reunión al señor ministro del Interior, que fue concedida para este jueves, 
en la que le vamos a comunicar que Nacional y su Comisión Directiva ha aprobado la compra de la 
tecnología con las especificaciones técnicas requeridas. Además, vamos a pedirles que toda la obra, la 
instalación e implementación del software se haga junto con técnicos del Ministerio del Interior, de 
manera que la tecnología sea chequeada antes de su puesta en funcionamiento. 


Por lo tanto, vamos a dar todos los pasos necesarios para cumplir con todas esas 
requisitorias que la autoridad estatal está pidiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la AUF, al Club Nacional de Football y al Club Atlético Peñarol 
su presencia y todo lo que nos han ilustrado sobre el tema. Indudablemente, hay bastante para legislar. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 20:43). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


